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Asunto: Acción de Inconstitucionalidad. 

 

Promovente: María del Rosario Piedra 

Ibarra, Presidenta de la Comisión Nacional 

de los Derechos Humanos. 

 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

 

María del Rosario Piedra Ibarra, Presidenta de la Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos, de conformidad con lo dispuesto en el inciso g) de la fracción 

II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

dentro del plazo establecido, promuevo acción de inconstitucionalidad en contra 

del artículo 3.42, fracciones III y VI, del Código Civil del Estado de México, 

adicionado mediante Decreto Número 274 publicado el 22 de julio de 2021 en la 

Gaceta Oficial del Gobierno de esa entidad federativa. 

 

Señalo como domicilio legal para oír y recibir todo tipo de notificaciones el ubicado 

en Periférico Sur 3453, Anexo B, séptimo piso, colonia San Jerónimo Lídice, 

demarcación territorial Magdalena Contreras, C. P. 10200, Ciudad de México. 

 

Designo como delegadas y delegado, en términos del artículo 59, en relación con el 

11, segundo párrafo, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 

105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a Luciana 

Montaño Pomposo, Cecilia Velasco Aguirre, Claudia Fernández Jiménez, Tania 

Sofía Flores Meza y Alberto de Jesús Lara Ghenno, con cédulas profesionales 

números 4602032, 10730015, 2070028, 08721407 y 08735629, respectivamente, que 

las y lo acreditan como licenciadas y licenciado en Derecho; asimismo, conforme al 

artículo 4° de la invocada Ley Reglamentaria, autorizo para oír y recibir 

notificaciones a las licenciadas Marisol Mirafuentes de la Rosa, Kenia Pérez 

González, María Guadalupe Vega Cardona y al licenciado Francisco Alan Díaz 

Cortes; así como a Paola Delgado Courrech y Abraham Sánchez Trejo. 
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A efecto de dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 61 de la ley que regula 

este procedimiento manifiesto: 

 
I. Nombre y firma de la promovente. 

 

María del Rosario Piedra Ibarra, en mi calidad de Presidenta de la Comisión 

Nacional de los Derechos Humanos. 

 

II. Órganos legislativo y ejecutivo que emitieron y promulgaron las normas 

generales impugnadas. 

 

A. Congreso del Estado de México.  

 

B. Gobernador Constitucional del Estado de México. 

 

III. Normas generales cuya invalidez se reclama y el medio oficial en que se 

publicaron. 

 

El artículo 3.42, fracciones III y VI, del Código Civil del Estado de México, 

adicionado mediante Decreto Número 274 publicado el 22 de julio de 2021 en la 

Gaceta Oficial del Gobierno de esa entidad, cuyo texto es el siguiente: 

 
“Artículo 3.42. Toda persona con capacidad legal, que así lo requiera, puede solicitar al 

Oficial del Registro Civil en donde está asentada su acta de nacimiento la rectificación de 

esta, para el reconocimiento de identidad de género, previa anotación correspondiente. La 

persona solicitante deberá cumplir con los requisitos siguientes: 

 

I.- II (…) 

III.- Ser mayor de edad; 

III. – V. (…) 

VI. No estar sujeto o sujeta a proceso judicial que afecté (sic) derechos de 

terceros.” 

 

IV. Preceptos constitucionales y convencionales que se estiman violados. 
 

• 1º y 4° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

• 1, 5, 11, 18, 19 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

• 2, 3, 16, 24 y 26 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos. 

• 3, 4, 7 y 8 de la Convención sobre los Derechos del Niño. 
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V. Derechos fundamentales que se estiman violados. 
 

• Derecho de igualdad y prohibición de discriminación. 

• Derecho al libre desarrollo de la personalidad. 

• Derecho a la identidad personal. 

• Derecho a la identidad sexual. 

• Derecho a la identidad de género. 

• Derecho a la propia imagen. 

• Derecho a la intimidad. 

• Derechos de las niñas, niños y adolescentes. 

• Principio de interés superior de la infancia.  

 

VI. Competencia.  
 

Esa Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de la 

presente acción de inconstitucionalidad, de conformidad con lo dispuesto por los 

artículos 105, fracción II, inciso g), de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 10, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación; y 1 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de 

la Constitución Federal, toda vez que se solicita la declaración de 

inconstitucionalidad de las disposiciones normativas precisadas en el apartado III 

del presente escrito. 

 

VII. Oportunidad en la promoción. 
 

El artículo 105, fracción II, segundo párrafo, de la Norma Fundamental, así como el 

diverso 60 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la 

Constitución Federal, disponen que el plazo para la presentación de la demanda de 

acción de inconstitucionalidad es de treinta días naturales, contados a partir del día 

siguiente al de la publicación de la norma impugnada. 

 

Las normas cuya inconstitucionalidad se demandan se publicaron en la Gaceta 

Oficial del Gobierno del Estado Libre y Soberano de México el 22 de julio de 2021, 

por lo que el plazo para promover el presente medio de control constitucional 

corre del viernes 23 del mismo mes al sábado 21 de agosto de la presente 

anualidad. Sin embargo, al ser inhábil el último día para la presentación de la 

demanda, por disposición expresa del referido artículo 60, la acción puede 

promoverse el primer día hábil siguiente, por lo que es oportuna al interponerse el 
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día de hoy. 

 

VIII. Legitimación de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos para 
promover la acción de inconstitucionalidad. 

 

El artículo 105, fracción II, inciso g)1, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, dispone que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 

está facultada para plantear la posible inconstitucionalidad de normas generales 

que vulneren los derechos humanos consagrados en la Constitución y en los 

tratados internacionales de los cuales México es parte, respecto de legislaciones 

federales y de las entidades federativas. 

 

De conformidad con dicho precepto constitucional, acudo ante ese Alto Tribunal 

en mi calidad de Presidenta de este Organismo Autónomo, en los términos del 

artículo 11 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la 

Constitución Federal, aplicable en materia de acciones de inconstitucionalidad, 

conforme al diverso 59 del mismo ordenamiento legal. Dicha facultad se encuentra 

prevista en el artículo 15, fracción XI2, de la Ley de la Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos. 

 

 

 

 
1 “Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la 
ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: (…) 
II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción 
entre una norma de carácter general y esta Constitución. 
Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales 
siguientes a la fecha de publicación de la norma, por: (…) 
g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las 
entidades federativas, así como de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y 
aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos consagrados en esta 
Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. Asimismo, los 
organismos de protección de los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en 
contra de leyes expedidas por las Legislaturas; (…).” 
2 “Artículo 15. El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes facultades y 
obligaciones: 
(…) 
XI. Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter federal, estatal y 
del Distrito Federal, así como de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y 
aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos reconocidos en la 
Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte, y 
(…).” 
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IX. Introducción. 
 

Los problemas que actualmente enfrenta nuestro país requieren para su atención 

una transformación de sus instituciones públicas. Por ello, la Comisión Nacional 

de los Derechos Humanos (CNDH) busca acercarse a quienes más lo necesitan y 

recuperar así la confianza de las personas. 

 

La tarea de la CNDH es y siempre será velar por la defensa de los derechos 

humanos de todas las personas. En ese sentido, está comprometida a vigilar que se 

respeten los tratados internacionales, la Constitución y las leyes emanadas de la 

misma. 

 

Nuestra Norma Fundamental dotó a esta Institución para promover ante esa 

Suprema Corte de Justicia de la Nación acciones de inconstitucionalidad como 

garantía constitucional que sirve para velar por un marco jurídico que proteja los 

derechos humanos y evitar su vulneración por las leyes emitidas por los Congresos 

federal y/o locales. 

 

El ejercicio de esta atribución no busca, en ningún caso, confrontar o atacar a las 

instituciones ni mucho menos debilitar nuestro sistema jurídico sino, por el 

contrario, su objetivo es consolidar y preservar nuestro Estado de Derecho, 

defendiendo la Constitución y los derechos humanos por ella reconocidos. De esta 

manera, la finalidad pretendida es generar un marco normativo que haga efectivo 

el respeto a los derechos y garantías fundamentales. 

 

Así, la presente acción de inconstitucionalidad se encuadra en un contexto de 

colaboración institucional, previsto en la Norma Suprema con la finalidad de 

contribuir a que se cuente con un régimen normativo que sea compatible con el 

parámetro de regularidad constitucional en materia de derechos humanos. 

 

X. Concepto de invalidez. 
 
ÚNICO. Las fracciones III y VI del artículo 3.42 del Código Civil del Estado de 
México establecen diversos requisitos para que las personas con capacidad legal 
puedan solicitar la rectificación del acta de nacimiento, para el reconocimiento 
de identidad de género, que vulneran los derechos a la igualdad y no 
discriminación, al libre desarrollo de la personalidad y de la identidad personal, 
sexual, de género, así como del principio de interés superior de la infancia y 
adolescencia.  
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Lo anterior, dado que establecen que para acceder al trámite de rectificación de 
acta de nacimiento para el reconocimiento de identidad de género ante el Oficial 
del Registro Civil donde está asentada dicho documento, se requiere: 
 

• ser mayor de edad, 

• no encontrarse sujeto o sujeta a proceso judicial que afecte derechos de 
terceros.  

 
Ambos requisitos son desproporcionado e irrazonables, en virtud de que no 
existe justificación constitucional para que el legislador haya impuesto una 
limitante en razón de edad, como tampoco para exigir que las personas no se 
encuentren sujetas a cualquier proceso judicial que afecte derechos de terceros 
para acceder al procedimiento mencionado, por lo que son discriminatorias e 
impiden el reconocimiento de la identidad de género de las personas y otros 
derechos.  
 
Además, específicamente, la exigencia de ser mayor de edad excluye a quienes se 
encuentran fuera de ese rango etario de acceder a dicho procedimiento registral, 
por lo que también contraviene los derechos de las niñas, los niños y 
adolescentes.  
 
Ello, en virtud de que la norma presupone que toda persona que no ha 
alcanzado la mayoría de edad es incapaz de definir su identidad de género que 
le permita acudir ante la instancia competente a solicitar la expedición de una 
nueva acta de nacimiento por haber discordancia entre el sexo con que se 
identifica y aquel que le fue legalmente asignado al nacer. 
 
En el presente concepto de invalidez se argumentará la incompatibilidad con el 

bloque de constitucionalidad mexicano del artículo 3.42., fracciones III y VI, 

contenido en la codificación sustantiva civil mexiquense, pues imposibilita que las 

personas menores de edad, así como aquellas que se encuentran sujetas a procesos 

judiciales que afecten derechos de terceros pueda solicitar la expedición de una 

nueva acta de nacimiento para el reconocimiento de su identidad de género. 

 

Al respecto, esta Comisión Nacional considera esencialmente que las distinciones 

de mérito vulneran el derecho a la igualdad y resultan desproporcionales, pues 

excluyen e imposibilitan injustificadamente que las niñas, los niños, a las y los 

adolescentes, así como a aquellas personas que se encuentran sujetas a cualquier 

proceso judicial que afecte derechos de terceros, ejerzan su derecho al libre 

desarrollo de la personalidad, así como al reconocimiento de su identidad 

personal, sexual y de género en el ámbito jurídico, pues se les niega la posibilidad 

de solicitar el procedimiento a que se ha hecho referencia. 
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Para exponer los argumentos que hacen patente la inconstitucionalidad de las 

fracciones reclamadas del artículo 3.42. del Código en mención, el concepto de 

invalidez se estructura de la siguiente manera: 

 

En un primer apartado se expone el contenido y alcances de los derechos humanos 

que se estiman transgredidos, asimismo, se abordarán algunos aspectos sobre el 

desarrollo jurisprudencial del derecho al reconocimiento del libre desarrollo de la 

personalidad, para enseguida hacer referencia de las implicaciones de esta libertad 

fundamental en lo relativo a la identidad personal, sexual y de género; 

posteriormente, se explicará en lo particular cada una de las transgresiones 

constitucionales en las que incurren las disposiciones impugnadas, contrastando su 

contenido normativo frente al marco constitucional antes mencionado. 

 

1. Marco de regularidad constitucional 
 

A. Parámetro de regularidad en materia de igualdad y no discriminación 
 
Para dar inicio con el análisis de las disposiciones combatidas, esta Comisión 

Nacional estima pertinente mencionar que el artículo 1° de la Constitución Federal 

reconoce que todas las personas gozan de los derechos reconocidos en su propio 

texto y en el de los tratados internacionales de los que México es parte. 

 

Asimismo, establece la prohibición de discriminar en razón del origen étnico o 

nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones 

de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o por 

cualquier otro motivo que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto 

anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas. 

 

Esta prohibición de discriminación es extensiva a todas las autoridades del Estado, 

en sus respectivos ámbitos de competencia. 

 

De esta manera, el principio de igualdad y no discriminación permea todo el 

ordenamiento jurídico. Todo tratamiento que resulte discriminatorio respecto del 

ejercicio de cualquiera de los derechos reconocidos en la Constitución es per se 

incompatible con la misma.3 

 
3 Cfr. Tesis de jurisprudencia P./J. 9/2016 (10a.) del Pleno de esa Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 34, 
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De forma particular, en el ámbito legislativo el creador de la norma tiene el deber 

de cuidar el contenido de las leyes, de manera que las palabras y oraciones 

utilizadas no conduzcan a una desigualdad o discriminación. Es decir, el deber de 

cuidado a cargo del legislador impone velar por el contenido de las normas 

jurídicas que formula para no incurrir en un trato diferenciado injustificado.4 

 

Es importante recordar que no toda diferencia en el trato hacia una persona o 

grupo de personas es discriminatoria. Es decir, son jurídicamente diferentes la 

distinción y la discriminación. La distinción es razonable y objetiva, mientras que 

la segunda constituye una diferencia arbitraria que redunda en el detrimento de 

los derechos humanos de una persona.5 

 

Así, resulta contraria al parámetro de regularidad constitucional toda situación 

que, por considerar superior a un determinado grupo, conduzca a tratarlo con 

algún privilegio, o que inversamente, por considerarlo inferior, sea tratado con 

hostilidad o de cualquier forma se le discrimine del goce de derechos que sí se 

reconocen a quienes no se consideran incursos en tal situación.6 

 

Ese Alto Tribunal ha sostenido reiteradamente que el derecho fundamental a la 

igualdad reconocido en la Constitución Federal no implica establecer una igualdad 

unívoca ante las diferentes situaciones que surgen en la realidad, sino que se 

refiere a una igualdad de trato ante la ley. Esto es, que el emisor de la norma puede 

prever situaciones fácticas que requieren un trato diferente. Sin embargo, éste debe 

sustentarse en criterios razonables y objetivos que lo justifiquen, sin dejarlo al 

capricho o voluntad del legislador.7 

 

El desarrollo jurisprudencial de ese Tribunal Constitucional ha dilucidado que no 

solo se otorga a las personas la garantía de que serán iguales ante la ley, sino 

 
septiembre de 2016, Tomo I, p. 112, del rubro: “PRINCIPIO DE IGUALDAD Y NO 
DISCRIMINACIÓN. ALGUNOS ELEMENTOS QUE INTEGRAN EL PARÁMETRO GENERAL.” 
4 Cfr. Tesis 2a. XII/2017 (10a.) de la Segunda Sala de esa Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 40, marzo de 
2017, Tomo II, p. 1389, del rubro: “DISCRIMINACIÓN. OBLIGACIÓN DEL LEGISLADOR DE NO 
USAR PALABRAS QUE GENEREN ESE EFECTO.” 
5 Cfr. Jurisprudencia P./J. 9/2016 (10a.), Op. Cit. 
6 Ídem. 
7 Cfr. Jurisprudencia 1a./J. 46/2016 (10a.), de la Primera Sala de esa Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 34, 
septiembre de 2016, Tomo I, página 357, del rubro: “IGUALDAD. DELIMITACIÓN CONCEPTUAL 
DE ESTE PRINCIPIO.” 
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también en la ley misma, es decir, en relación con el contenido de ésta, por lo que, 

en algunas ocasiones, hacer distinciones estará vedado, mientras que en otras 

estará permitido o incluso constitucionalmente exigido. Por lo anterior, en los casos 

en que la ley distingue entre dos o varios hechos, sucesos, personas o colectivos, 

debe analizarse si dicha distinción descansa en una base objetiva y razonable o si, 

por el contrario, constituye una discriminación constitucionalmente vedada.8 

 

Asimismo, ese Tribunal Pleno ha sostenido que las razones de exclusión no sólo 

surgen por las desigualdades de hecho, sino también por complejas prácticas 

sociales, económicas e, incluso, prejuicios y sistemas de creencias que desplazan a 

grupos de ámbitos en los que de un modo u otro están insertos.9 

 

Si bien el principio de igualdad no implica que todas las personas deban 

encontrarse en todo momento y en cualquier circunstancia en absoluta igualdad, lo 

cierto es que el mismo hace referencia a la situación en la cual todos aquellos 

individuos ubicados en escenarios de hecho similares reciban siempre el mismo 

trato; por tanto, toda diferencia en el tratamiento a las personas que se encuentren 

en las mismas circunstancias y no exista justificación razonable para tal distinción, 

será discriminatoria. 

 

Como esa Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido, el derecho humano 

a la igualdad jurídica ha sido tradicionalmente interpretado y configurado en el 

ordenamiento jurídico mexicano a partir de dos principios: 

 

▪ Igualdad ante la Ley: obliga, por un lado, a que las normas jurídicas sean 

aplicadas de modo uniforme a todas las personas que se encuentren en una 

misma situación y, a su vez, a que los órganos materialmente 

jurisdiccionales no puedan modificar arbitrariamente sus decisiones en 

casos que compartan la misma Litis salvo cuando consideren que debe 

apartarse de sus precedentes, momento en el que deberán ofrecer una 

fundamentación y motivación razonable y suficiente. 

 

 
8 Cfr. tesis de jurisprudencia 1a./J. 55/2006, de la Primera Sala de esa Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXIV, septiembre de 2006, p. 75, del rubro: “IGUALDAD. CRITERIOS PARA DETERMINAR SI EL 
LEGISLADOR RESPETA ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL.” 
9 Amparo directo en revisión 466/2011, resuelto por el Tribunal Pleno en sesión de 23 de febrero de 
2015, bajo la Ponencia del Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
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▪ Igualdad en la Ley: opera frente a la autoridad materialmente legislativa y 

tiene como objetivo el control del contenido de la norma jurídica a fin de 

evitar diferenciaciones legislativas sin justificación constitucional o 

violatorias del principio de proporcionalidad en sentido amplio.10 

 

Adicionalmente, ese Tribunal Constitucional ha hecho patente que la igualdad es 

un principio adjetivo que se predica siempre de algo y que, por tanto, se define y 

actualiza progresivamente a través del tiempo y a la luz de una multiplicidad de 

factores sociales, culturales, económicos, políticos, entre otros.11 

 

En el ámbito internacional, el artículo 24 de la Convención Americana prohíbe la 

discriminación de derecho, no sólo en cuanto a los derechos contenidos en dicho 

tratado, sino en lo que respecta a todas las leyes que apruebe el Estado y a su 

aplicación, es decir, si un Estado establece en su derecho interno disposiciones que 

resulten discriminatorias, incumple con la obligación establecida en el artículo 1.1 

y el derecho sustantivo en cuestión. Si, por el contrario, la discriminación se refiere 

a una protección desigual de la ley interna o su aplicación, el hecho debe analizarse 

a la luz del artículo 24 de la Convención Americana en relación con las categorías 

protegidas por el citado artículo.12 

 

En esa tesitura, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la Opinión 

Consultiva 18/03, sostuvo que el principio de igualdad ante la ley y no 

discriminación pertenece al ius cogens, puesto que sobre él descansa todo el 

andamiaje jurídico del orden público nacional e internacional y es un principio 

fundamental que permea todo ordenamiento jurídico. 

 

Hoy día no se admite ningún acto jurídico que entre en conflicto con dicho 

principio fundamental, en tanto no se admiten tratos discriminatorios en perjuicio 

de ninguna persona por motivos de género, raza, color, idioma, religión o 

convicción, opinión política o de otra índole, origen nacional, étnico o social, 

 
10 Cfr. Jurisprudencia 1a./J. 124/2017 (10a.) de la Primera Sala de esa Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 49, 
diciembre de 2017, Tomo I, p. 156, del rubro: “DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD 
JURÍDICA. SU ÁMBITO MATERIAL DE VALIDEZ A PARTIR DE LA REFORMA 
CONSTITUCIONAL PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE 
JUNIO DE 2011.” 
11 Ídem. 
12 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Duque vs Colombia, Sentencia de Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, 26 de febrero de 2016, párrafo 91. 
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nacionalidad, edad, situación económica, patrimonio, estado civil, nacimiento o 

cualquier otra condición.13 

 

Así, el Tribunal regional consideró que la noción de igualdad se desprende 

directamente de la unidad de naturaleza del género humano y es inseparable de la 

dignidad esencial de la persona, frente a la cual es incompatible toda situación que, 

por considerar superior a un determinado grupo, conduzca a tratarlo con 

privilegio; o que, a la inversa, por considerarlo inferior, lo trate con hostilidad o de 

cualquier forma lo discrimine del goce de derechos que sí se reconocen a quienes 

no se consideran incursos en tal situación. 

 

B. Derechos a la dignidad humana en su vertiente de libre desarrollo de la 
personalidad 
 

El principio de la dignidad humana como sustento de los derechos humanos ha 

sido reiterado en una diversidad de instrumentos internacionales, tanto en el 

ámbito internacional como en el regional, pues reafirma el valor de la persona 

humana y la igualdad en la protección de sus derechos que, de manera intrínseca, 

le pertenecen y que también se ha identificado como el fundamento de una 

concepción universal de los derechos humanos.  

 

Lo anterior, porque la protección a la dignidad de las personas se erige tanto en el 

principio de la autonomía de la persona como en la idea de que todas ellas deben 

ser tratadas como iguales, en tanto son fines en sí mismos según sus intenciones, 

voluntad y propias decisiones de vida.14 

 

Ello es así en virtud de que del derecho a la dignidad humana deriva, entre otros 

derechos personalísimos, el de todo individuo a elegir en forma libre y autónoma 

su proyecto de vida. Por ende, el reconocimiento de la dignidad lo constituye la 

posibilidad de todo ser humano de autodeterminarse y escoger libremente las 

opciones y circunstancias que le dan sentido a su existencia, conforme a sus 

propias opciones y convicciones. 

 

 
13 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva 18/03 “Condición Jurídica y 
Derechos de los Migrantes Indocumentados”, párrafo. 101. 
14 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-24/17 de 24 de 
noviembre de 2017. Serie A No. 24, párr. 86. 
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Así, de este derecho se desprenden otros tales como la integridad física y psíquica, 

al honor, al libre desarrollo de la personalidad, al estado civil y el propio derecho a 

la dignidad personal, que son inherentes a todo ser humano como tal.15 

 

Concretamente, sobre el derecho al libre desarrollo de la personalidad, debe 

destacarse primeramente que la Constitución mexicana otorga una amplia 

protección a la autonomía de las personas, al garantizar el goce de ciertos bienes 

que son indispensables para la elección y materialización de los planes de vida que 

los individuos se proponen.  

 

En términos generales puede decirse que los derechos fundamentales tienen la 

función de “atrincherar” esos bienes contra medidas estatales o actuaciones de 

terceras personas que puedan afectar la autonomía personal. De esta manera, los 

derechos incluidos en ese “coto vedado” están vinculados con la satisfacción de 

esos bienes básicos que son necesarios para la satisfacción de cualquier plan de 

vida.16 

 

En este orden de ideas, el bien más genérico que se requiere para garantizar la 

autonomía de las personas es precisamente la libertad de realizar cualquier 

conducta que no perjudique a terceros. En este sentido, la Constitución y los 

tratados internacionales reconocen un catálogo de “derechos de libertad” que se 

traducen en permisos para realizar determinadas acciones que se estiman valiosas 

para la autonomía de las personas (expresar opiniones, moverse sin impedimentos, 

asociarse, adoptar una religión u otro tipo de creencia, elegir una profesión o 

trabajo, etc.), al tiempo que también comportan límites negativos dirigidos a los 

poderes públicos y a terceros, toda vez que imponen prohibiciones de intervenir u 

obstaculizar las acciones permitidas por el derecho fundamental en cuestión. 17 

 

 
15Tesis de jurisprudencia 2ª/J.73/2017, de la Segunda Sala de esa Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, Décima Época, Materia constitucional, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 43, Tomo II, junio de 2017, p. 699, de rubro: “DIGNIDAD HUMANA. LAS 
PERSONAS MORALES NO GOZAN DE ESE DERECHO”.  
16 Cfr. Tesis de jurisprudencia 1a./J. 5/2019 (10a.), de la Primera Sala de esa Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, materia constitucional, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 63, febrero de 2019, Tomo I, página 487, del rubro: “DERECHO 
AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. BRINDA PROTECCIÓN A UN ÁREA 
RESIDUAL DE LIBERTAD QUE NO SE ENCUENTRA CUBIERTA POR LAS OTRAS 
LIBERTADES PÚBLICAS.” 
17 Ídem. 
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Ahora bien, el derecho al libre desarrollo de la personalidad brinda protección a un 

área residual de libertad que no se encuentra cubierta por las otras libertades 

públicas. 

 

En esa línea, la Primera Sala de ese Alto Tribunal Constitucional, al resolver el 

amparo en revisión 237/2014, retomó las consideraciones del Tribunal 

Constitucional alemán en el caso Elfes, aseverando que estos derechos 

fundamentales protegen la libertad de actuación humana de ciertos “espacios 

vitales” que de acuerdo con la experiencia histórica son más susceptibles de ser 

afectados por el poder público, sin embargo, cuando un determinado “espacio vital” 

es intervenido a través de una medida estatal y no se encuentra expresamente 

protegido por un derecho de libertad específico, las personas pueden invocar la 

protección del derecho al libre desarrollo de la personalidad. De esta manera, este 

derecho puede entrar en juego siempre que una acción no se encuentre tutelada 

por un derecho de libertad específico.18 

 

En este sentido, también indicó que la doctrina especializada ha señalado que el 

derecho al libre desarrollo de la personalidad comporta un rechazo radical de la 

siempre presente tentación del paternalismo del Estado, que cree saber mejor que 

las personas lo que conviene a éstas y lo que deben hacer con sus vidas, de tal 

manera que puede decirse que este derecho supone la proclamación constitucional 

de que, siempre que se respeten los derechos de los demás, cada ser humano es el 

mejor juez de sus propios intereses.19  

 

En el orden jurídico mexicano, esa Suprema Corte ha entendido que el libre 

desarrollo de la personalidad es un derecho fundamental que deriva del derecho a 

la dignidad, que a su vez está previsto en el artículo 1º constitucional y se 

encuentra implícito en los tratados internacionales de derechos humanos suscritos 

por nuestro país.20 Al respecto, en la sentencia dictada en el amparo directo 

6/2008, el Pleno de ese Alto Tribunal sostuvo, entre otras cosas, que el individuo, 

 
18 Sentencia del amparo en revisión 237/2014, resuelta por la Primera Sala de esa Suprema Corte de 
Justicia de la Nación el 04 de noviembre de 2015, bajo la ponencia del Ministro Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, p. 32. 
19 Ídem, pp. 32-33. 
20 Cfr. Tesis aislada P. LXV/2009, del Pleno de esa Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
publicada en Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Novena Época, Tomo XXX, 
diciembre de 2009, Página 8, del rubro: “DIGNIDAD HUMANA. EL ORDEN JURÍDICO 
MEXICANO LA RECONOCE COMO CONDICIÓN Y BASE DE LOS DEMÁS DERECHOS 
FUNDAMENTALES”. 
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sea quien sea, tiene derecho a elegir en forma libre y autónoma, su proyecto de 

vida, la manera en que logrará las metas y objetivos que, para él, son relevantes. 21 

 

En dicho precedente se explicó que el derecho al libre desarrollo de la personalidad 

permite la consecución del proyecto de vida que para sí tiene el ser humano, como 

ente autónomo, de tal manera que supone el reconocimiento del Estado sobre la 

facultad natural de toda persona a ser individualmente como quiere ser, sin 

coacción, ni controles injustificados o impedimentos por parte de los demás, con el 

fin de cumplir las metas u objetivos que se ha fijado, es decir, es la persona 

humana quien decide el sentido de su propia existencia, de acuerdo a sus valores, 

ideas, expectativas, gustos, etc.22 

 

En este orden de ideas, la Primera Sala del Máximo Tribunal sostuvo que la 

libertad “indefinida”, que es tutelada por el derecho al libre desarrollo de la 

personalidad, complementa las otras libertades más específicas, como la libertad 

de conciencia o la libertad de expresión, puesto que su función es salvaguardar la 

“esfera personal” que no se encuentra protegida por las libertades más 

tradicionales y concretas. En este sentido, este derecho es especialmente 

importante frente a las nuevas amenazas a la libertad individual que se presentan 

en la actualidad. 

 

Ahora bien, la referida Sala ha señalado que el libre desarrollo de la personalidad 

tiene una dimensión externa y una interna.23 Desde el punto de vista externo, el 

derecho da cobertura a una genérica “libertad de acción” que permite realizar 

cualquier actividad que el individuo considere necesaria para el desarrollo de su 

personalidad. En cambio, desde una perspectiva interna el derecho protege una 

“esfera de privacidad” del individuo en contra de las incursiones externas que 

limitan la capacidad para tomar ciertas decisiones a través de las cuales se ejerce la 

autonomía personal. 

 
 

21 Sentencia del Amparo Directo 6/2008, resuelta por el Pleno de esa Suprema Corte de Justicia de 
la Nación el 6 de enero de 2009, bajo la ponencia del Ministro Sergio A. Valls Hernández, p. 33. 
22 Cfr. Tesis aislada P. LXVI/2009, del Pleno de esa Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, 
diciembre de 2009, Página: 7, del rubro “DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA 
PERSONALIDAD. ASPECTOS QUE COMPRENDE”. 
23 Cfr. Tesis de jurisprudencia 1a./J. 4/2019 (10a.) de la Primera Sala de esa Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 63, febrero de 2019, Tomo I, página 491, del rubro “DERECHO AL LIBRE 
DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. SU DIMENSIÓN EXTERNA E INTERNA.” 
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No obstante, si bien en un plano conceptual puede trazarse esta distinción entre los 

aspectos externos e internos, resulta complicado adscribir los casos de ejercicio de 

este derecho a una sola de estas dimensiones. Ello es así porque las acciones que 

realizan los individuos en el ejercicio de su autonomía personal suponen la 

decisión de llevar a cabo esa acción, al tiempo que las decisiones sobre aspectos 

que en principio sólo incumben al individuo normalmente requieren de ciertas 

acciones para materializarlas. En todo caso, parece que se trata de una cuestión de 

énfasis. Así, mientras que hay situaciones en las que el aspecto más relevante de la 

autonomía personal se aprecia en la acción realizada, existen otras situaciones en 

las que el ejercicio de la autonomía se observa más claramente a través de la 

decisión adoptada por la persona.24 

 

Ahora bien, esta manera de precisar el contenido del derecho al libre desarrollo de 

la personalidad, consistente en reconocer en casos concretos que cierto tipo de 

conductas o decisiones se encuentran protegidas por el derecho, lo que a su vez se 

traduce en el reconocimiento de un derecho a realizar esas conductas o a tomar 

esas decisiones sin interferencias del Estado o de terceros, resulta congruente con 

la manera en la que esa Suprema Corte se ha aproximado a los problemas 

relacionados con el alcance del derecho en cuestión.  

 

En efecto, en la sentencia del citado amparo directo 6/2008, el Pleno de ese 

Tribunal Constitucional sostuvo que la reasignación sexual que decida una persona, 

que puede comprender o no una cirugía para ese fin, con el objeto de adecuar su 

estado psicosocial a su físico y, de ahí, vivir en el sexo con el que se identifica 

plenamente, innegablemente constituye una decisión que forma parte del libre 

desarrollo de la personalidad, en tanto es una expresión de la individualidad de la 

persona, respecto de su percepción sexual ante sí mismo, lo que influye 

decisivamente en su proyecto de vida y, por ende, en sus relaciones sociales.25 

 

Por lo demás, vale la pena destacar que al resolver el citado amparo directo 

6/2008, el Pleno de esta Suprema Corte también señaló en obiter dictum que el 

derecho al libre desarrollo de la personalidad comprende, entre otras, la libertad de 

contraer matrimonio o no hacerlo; de procrear hijos y cuántos, así como en qué 

 
24 Ídem. 
25 Cfr. Tesis P. LXIX/2009, del Pleno de esa Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, Diciembre de 2009, 
Página 17, del rubro: “REASIGNACIÓN SEXUAL. ES UNA DECISIÓN QUE FORMA PARTE DE 
LOS DERECHOS AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD.” 
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momento de su vida, o bien, decidir no tenerlos; de escoger su apariencia personal; 

su profesión o actividad laboral; y, por supuesto, la libre opción sexual, pues todos 

estos aspectos, evidentemente, son parte de la manera en que el individuo desea 

proyectarse y vivir su vida y que, por tanto, sólo él puede decidir en forma 

autónoma. 

 

Como puede observarse, los precedentes citados muestran una línea 

jurisprudencial en la cual esta Suprema Corte ha reconocido que el derecho al libre 

desarrollo de la personalidad da cobertura en principio a una gran variedad de 

acciones y decisiones conectadas directamente con el ejercicio de la autonomía 

individual.  

 

En cuanto al tema que nos ocupa, el Pleno de esa Suprema Corte ya ha 

determinado en el amparo directo civil 6/2008 que el derecho fundamental al 

libre desarrollo de la personalidad implica necesariamente el reconocimiento al 

derecho a la identidad sexual y a la identidad de género, porque a partir de éstos 

el individuo se proyecta frente a sí mismo y dentro de una sociedad. 

 

Por lo anterior, es contrario al libre desarrollo de la personalidad e identidad 

sexual mantener legalmente a una persona en un sexo con el cual no se identifica, 

pues solo a partir del respeto a su identidad sexual mediante la adecuación de su 

sexo legal a su sexo psicosocial es que podrá realizar su proyecto vital que, en 

forma autónoma, tiene derecho de decidir26. 

 

Sin embargo, aún deben delimitarse los estándares básicos que deben incluir este 

tipo de procedimientos para evitar abusos y dar protección al mencionado 

derecho, para lo cual en el siguiente apartado se propone un parámetro específico 

acerca de los alcances del libre desarrollo de la personalidad en los procedimientos 

de expedición de nueva acta de nacimiento por identidad de género. 

 

 

 

 
26 Amparo directo civil 6/2008, relacionado con la facultad de atracción 3/2008 -PS, resuelta en 
sesión del 6 de enero de 2009, bajo la ponencia del Ministro Sergio A. Valls Hernández.  
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C. Implicaciones del libre desarrollo de la personalidad en materia de identidad 

sexual y de género, y su relación con la identidad personal, la vida privada y la 

propia imagen 

 

En relación con los precedentes propuestos en el apartado anterior, sostenidos 

tanto por la Primera Sala como por el Pleno de esa Suprema Corte de Justicia 

Nación, en materia de libre desarrollo de la personalidad, para efectos de la 

presente impugnación, destacan las directrices siguientes: 

 

En primer lugar, el ser humano posee dignidad que debe ser respetada en todo 

momento, constituyéndose como un derecho absolutamente fundamental, base y 

condición de todos los demás, el derecho a ser reconocido y a vivir en y con la 

dignidad de la persona humana, y del cual se desprenden todos los demás 

derechos, en cuanto son necesarios para que los individuos desarrollen 

integralmente su personalidad, dentro de los que se encuentran, entre otros, el 

derecho a la vida, a la integridad física y psíquica, al honor, a la privacidad, al 

nombre, a la propia imagen, al libre desarrollo de la personalidad, al estado civil y 

el propio derecho a la dignidad personal. 

 

Además, la dignidad humana, como derecho fundamental superior reconocido por 

el orden jurídico mexicano, deriva, entre otros derechos personalísimos, el de todo 

individuo a elegir en forma libre y autónoma su proyecto de vida. Tal derecho es el 

reconocimiento del Estado sobre la facultad natural de toda persona a decidir 

individualmente como quiere ser, sin coacción ni controles injustificados, con el fin 

de cumplir las metas u objetivos que se ha fijado, de acuerdo con sus valores, 

ideas, expectativas, gustos, etcétera.  

 

Por lo tanto, el libre desarrollo de la personalidad comprende, entre otras 

expresiones, la libertad de contraer matrimonio o no hacerlo; de procrear hijos y 

cuántos, o bien, decidir no tenerlos; de escoger su apariencia personal; su profesión 

o actividad laboral, así como la libre opción sexual, en tanto que todos estos 

aspectos son parte de la forma en que una persona desea proyectarse y vivir su 

vida y que, por ende, solo a ella corresponde decidir autónomamente. 

 

Ahora bien, dentro de los derechos personalísimos se encuentran necesariamente 

comprendidos el derecho a la intimidad y a la propia imagen, así como a la 

identidad personal, sexual y de género, entendiéndose por el primero el derecho 

del individuo a no ser conocido por otros en ciertos aspectos de su vida y, por 
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ende, el poder de decisión sobre la publicidad o información de datos relativos a su 

persona, familia, pensamientos o sentimientos; a la propia imagen, como aquel 

derecho de decidir, en forma libre, sobre la manera en que elige mostrarse frente a 

los demás; a la identidad personal, entendida como el derecho de todo individuo a 

ser uno mismo, en la propia conciencia y en la opinión de los demás. 

 

Es decir, es la forma en que el individuo se ve a sí mismo y se proyecta en la 

sociedad, de acuerdo con sus caracteres físicos e internos y sus acciones, que lo 

individualizan ante la sociedad y permiten identificarlo; y que implica, por tanto, 

la identidad sexual y de género, al ser la manera en que cada individuo se proyecta 

frente a sí y ante la sociedad desde su perspectiva sexual y expresión de género. 

 

Lo anterior, no solo en cuanto a sus preferencias sexuales sino, primordialmente, 

en cuanto a cómo se percibe él, con base en sus sentimientos y convicciones de 

pertenencia o no al sexo que legalmente le fue asignado al nacer y que, de acuerdo 

a ese ajuste personalísimo en el desarrollo de cada individuo, proyectará su vida 

en todos los ámbitos, privado y público, por lo que al ser la sexualidad un 

elemento esencial de la persona y de su psique, la autodeterminación sexual forma 

parte de ese ámbito propio y reservado de lo íntimo, la parte de la vida que se 

desea mantener fuera del alcance de terceros o del conocimiento público. 

 

Es así como la identidad de género forma parte de esta esfera personalísima de 

libertad, si se entiende como concepto que se tiene de uno mismo como ser sexual 

y de los sentimientos que esto conlleva; se relaciona con cómo el individuo vive y 

siente su cuerpo desde la experiencia personal y cómo lo lleva al ámbito público, es 

decir, con el resto de las personas. Por ende, se trata de la forma individual e 

interna de vivir el género, la cual podría o no corresponder con el sexo con el que 

se nace27. 

 

Por otro lado, el derecho a la propia imagen, que implica la apariencia que uno 

conserva para mostrarse a los demás y que la doctrina ubica, a su vez dentro al 

derecho a la intimidad, se constituye como un derecho personalísimo, 

perteneciente al ámbito propio del ser humano, fuera de la injerencia de personas 

extrañas.  

 

 
27 Cfr. Secretaría de Gobernación, “¿Qué es la identidad de género?”, consultable en la siguiente liga 
electrónica: https://www.gob.mx/segob/articulos/que-es-la-identidad-de-genero  

https://www.gob.mx/segob/articulos/que-es-la-identidad-de-genero
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Es a partir de la identidad personal, que comprende la sexual y de género, que la 

sociedad identifica a cada individuo y lo distingue de los demás, a través de 

elementos o datos, como el nombre, el sexo, la filiación, la edad, sus calidades 

personales, sus atributos intelectuales o físicos o bien, de la conjunción de todos o 

algunos de ellos.  

 

Sobre este tópico, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), 

textualmente ha manifestado lo siguiente: 

 
“[…] En el marco del Día de la Visibilidad Trans, que tiene lugar el 31 de marzo, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) se une a la comunidad internacional para 
resaltar el valioso rol que las personas trans ocupan en los procesos de reivindicación de sus 
derechos, el combate del cisexismo e inclusión en espacios públicos y de poder. La CIDH saluda 
el liderazgo de algunas personas trans y la ardua labor que realizan en la región, e insta a los 
Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) a adoptar medidas 
urgentes que incluyan de manera trasversal la perspectiva de identidad de género en las 
políticas públicas que buscan contrarrestar los círculos de pobreza, exclusión, violencia y 
criminalización que afectan a personas trans en América. Entre otras cosas, tales medidas 
incluyen el reconocimiento de la identidad de género de forma sencilla, expedita y no 
patologizante, así como la protección de las conductas en el ejercicio de dicha identidad, lo cual 
debe ser extensivo a los distintos aspectos de la vida de la persona, en ámbitos como educación, 
salud, trabajo y vivienda […]”.28 

 
Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos emitió la opinión 

consultiva OC-24/17,29 sobre el tema que nos ocupa, en cuanto a la modificación 

de los registros y los documentos de identidad para que estos sean acordes con la 

identidad de género auto-percibida. Así, estableció que los procedimientos deben 

estar regulados e implementados de conformidad con ciertas características 

mínimas, de manera que ese derecho se vea efectivamente protegido y así evitar 

además, que se violen derechos de terceras personas o menoscabar el principio de 

seguridad jurídica, pues esta debe quedar garantizada a través de procedimientos 

que aseguren que los trámites de reconocimiento de identidad de género no 

impliquen alteración de la titularidad de los derechos y las obligaciones jurídicas 

que pudieran corresponder a la persona con anterioridad a la inscripción del 

cambio, ni las provenientes de las relaciones propias del derecho de familia en 

todos sus órdenes y grados. 

 
28 CIDH. Comunicado de prensa 040/2017, “En el día de la visibilidad trans, la CIDH urge a los 
Estados a garantizar la inclusión plena de las personas trans y a combatir de raíz las causas que 
exacerban la discriminación y exclusión”, disponible en: 
https://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2017/040.asp  
29 Opinión Consultiva OC-24/17, de 24 de noviembre de 2017, Solicitada por la República de Costa 
Rica. Identidad de Género, e Igualdad y no Discriminación a Parejas del Mismo Sexo, disponible en: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_24_esp.pdf  

https://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2017/040.asp
https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_24_esp.pdf
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Asimismo, destacó que los Estados deben desplegar esfuerzos para que las 

personas interesadas en que se reconozca su identidad de género auto-percibida en 

sus registros y documentos de identidad no sean sometidas a cargas irrazonables, 

y que los procedimientos correspondientes estén basados únicamente en el 

consentimiento libre e informado del solicitante sin que se exijan requisitos como 

las certificaciones médicas y/o psicológicas u otros que puedan resultar 

irrazonables o patologizantes. 

 

Lo anterior, derivado de que el reconocimiento de la identidad de género 

encuentra su fundamento en la posibilidad de auto determinarse y escoger 

libremente las opciones y circunstancias que le dan sentido a su existencia. 

 

De igual forma, el trámite o procedimiento tendiente al reconocimiento de la 

identidad de género auto-percibida es un derecho de toda persona que puede 

realizar de manera autónoma y en el cual, el papel del Estado y de la sociedad 

debe consistir meramente en reconocer y respetar dicha adscripción de identidad, 

sin que la intervención de las autoridades Estatales tenga carácter constitutivo de 

la misma, pues, dicha validación bajo ningún concepto debe quedar bajo el 

escrutinio externo. 

 

Si bien los Estados tienen en principio una posibilidad para determinar los 

procedimientos más adecuados para la rectificación del nombre y/o sexo/género, 

debe destacarse que el procedimiento que mejor se ajusta a los requisitos 

establecidos en la apuntada opinión consultiva es aquel de naturaleza 

materialmente administrativa, dado que el proceso de carácter jurisdiccional 

eventualmente puede incurrir en algunas formalidades excesivas que se observan 

en los trámites de esa naturaleza. 

 

En tanto que un trámite de carácter jurisdiccional encaminado a obtener una 

autorización para que se pueda materializar efectivamente la expresión de un 

derecho de esas características representa una limitación excesiva y no sería 

adecuado puesto que debe tratarse de un procedimiento materialmente 

administrativo, sea en sede judicial, o en sede administrativa. En ese sentido, la 

autoridad únicamente podrá oponerse a dicho requerimiento, sin violar la 

posibilidad de auto determinarse y el derecho a la vida privada del solicitante, si 

constata algún vicio en la expresión del consentimiento libre e informado del 

solicitante. 
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En similares consideraciones ha coincidido la Segunda Sala de esa Suprema Corte 

de Justicia de la Nación al resolver la contradicción de tesis 346/2019, en la cual 

sostuvo que el trámite para la expedición o adición de un acta de nacimiento por 

reasignación sexo genérica, la vía administrativa registral, a diferencia de la 

judicial, es idónea y de mayor protección a los derechos humanos de las personas 

transgénero que la solicitan, particularmente a la identidad y a la privacidad, dado 

que esta clase de trámites es susceptible de cumplir con los estándares de (I) 

privacidad, (II) sencillez, (III) expeditez y (IV) la adecuada protección de la 

identidad de género mediante la emisión de un nuevo documento30. 

 

Con base en las consideraciones anteriores, podemos afirmar que derivado de la 

compleja naturaleza humana, que lleva a que cada individuo presente una 

vivencia particular acerca de su identidad de género y, a partir de ésta, desarrolle 

su personalidad, su proyección vital, debe darse un carácter preeminente al sexo 

psicosocial, frente al sexo morfológico, pues sólo a partir de la delimitación de este 

aspecto es que podrían analizarse las consecuencias jurídicas correspondientes.  

 

Partiendo de esta premisa, se estima que si el derecho fundamental al libre 

desarrollo de la personalidad implica necesariamente el reconocimiento al derecho 

a la identidad sexual y a la identidad de género, pues precisamente a partir de 

éstos, es que el individuo se proyecta frente a sí mismo y dentro de una sociedad, 

entonces la “reasignación sexual” que decida una persona, que puede comprender 

o no una cirugía para ese fin, con el objeto de adecuar su estado psicosocial a su 

físico y, de ahí, vivir en el sexo con el que se identifica plenamente, innegablemente 

constituye una decisión que forma parte del libre desarrollo de la personalidad, en 

tanto es una expresión de la individualidad de la persona, respecto de su 

percepción sexual y de género ante sí mismo, lo que influye decisivamente en su 

proyecto de vida y, por ende, en sus relaciones sociales. 

 

En consecuencia, resulta contrario a tales derechos fundamentales –libre desarrollo 

de la personalidad e identidad sexual– mantener legalmente a una persona en un 

sexo que no siente como propio, lo que la ha llevado a adecuar algunas veces su 

físico a su psique, ya sea en sus hábitos, vestimenta e, incluso, recurriendo a los 

avances médicos que le permiten aproximarse a los caracteres morfológicos típicos 

del sexo con el que psicológica y emocionalmente se identifica y que sí vive como 

 
30 Resuelta en sesión del 21 de noviembre de 2019, bajo la ponencia del Ministro José Fernando 
Franco González Salas.  
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propio, en los distintos ámbitos de su vida social y privada, dado que sólo a partir 

del respeto a su identidad sexual, adecuando su sexo legal a su sexo psicosocial, es 

que podrá realizar su propio proyecto vital que, en forma autónoma, tiene derecho 

de decidir31.  

 

Es indiscutible que mantener, desde el aspecto legal, a una persona en un sexo que 

no siente como propio, aun cuando ha hecho todo lo posible por adecuar su físico 

al sexo con el que sí se identifica, constituye un atentado contra su intimidad y 

vida privada. 

 

No debe perderse de vista que todo individuo debe ser protegido por el Estado, en 

lo que atañe a la esfera de reserva de su intimidad, de su vida privada y de su 

propia imagen, impidiendo injerencias arbitrarias en dicho ámbito, lo cual cobra 

especial importancia tratándose de las personas transexuales o transgénero, dada 

su especial condición, la cual no se protege si a través de la citada nota marginal en 

acta, se propicia que, ante las más mínimas actividades de su vida, estén obligadas 

a exteriorizar su condición, lo que mantiene latente, día a día, la afectación o 

interferencia en su imagen y privacidad.  

 

Ahora bien, ante una realidad como la reseñada, tratándose de las personas 

transexuales32 y transgénero33 que, por su condición, son objeto de rechazo y 

discriminación, el legislador debe implementar los mecanismos necesarios para el 

reconocimiento, tutela y garantía de sus derechos fundamentales, para lo cual es de 

suma relevancia que puedan adecuar su sexo psicológico al legal, lo que sólo se 

logra a través de la rectificación registral del nombre y el sexo. De lo contrario, se 

negaría su derecho a la identidad personal y, de ahí, a su libre desarrollo, a partir 

 
31 Véase la sentencia dictada en el amparo directo civil 6/2008, relacionado con la facultad de 
atracción 3/2008 -PS, resuelto por el Pleno de esa Suprema Corte de Justicia de la Nación en sesión 
del 6 de enero de 2009, bajo la ponencia del Ministro Sergio A. Valls Hernández.  
32 Las personas transexuales se sienten y se conciben a sí mismas como pertenecientes al género y al 
sexo opuestos a los que social y culturalmente se les asigna en función de su sexo de nacimiento, y 
que pueden optar por una intervención médica —hormonal, quirúrgica o ambas— para adecuar su 
apariencia física y corporalidad a su realidad psíquica, espiritual y social. Glosario de la diversidad 
sexual, de género y características sexuales, Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación, p. 
34, disponible en https://www.conapred.org.mx/documentos_cedoc/Glosario_TDSyG_WEB.pdf  
33 Las personas transgénero se sienten y se conciben a sí mismas como pertenecientes al género 
opuesto al que social y culturalmente se asigna a su sexo de nacimiento, y quienes, por lo general, 
sólo optan por una reasignación hormonal —sin llegar a la intervención quirúrgica de los órganos 
pélvicos sexuales internos y externos— para adecuar su apariencia física y corporalidad a su 
realidad psíquica, espiritual y social. Glosario de la diversidad sexual, de género y características 
sexuales, Óp. Cit., p. 36. 

https://www.conapred.org.mx/documentos_cedoc/Glosario_TDSyG_WEB.pdf
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de los cuales se afirman frente a sí mismos y frente a los demás, aunado a la 

vulneración de su derecho a la intimidad y a la vida privada.  

 

D. Principio de interés superior de la infancia y la adolescencia 
 

Apuntado el alcance de los derechos fundamentales a los que se ha hecho 

referencia, se estima igualmente importante referir algunas consideraciones 

relativas al principio de interés superior de la infancia y la adolescencia, dadas las 

implicaciones de la una de las disposiciones combatidas.  

 

En principio, debe recordarse que la protección de los derechos de las niñas, los 

niños y los adolescentes tiene por objeto establecer y garantizar el desarrollo de la 

personalidad, así como el disfrute de cada uno de los derechos que les han sido 

reconocidos. 

 

La normativa de los derechos de las niñas, los niños y los adolescentes se funda en 

la dignidad misma del ser humano, así como en las características propias de los 

niños y en la necesidad de propiciar el desarrollo de éstos en pleno 

aprovechamiento de sus potencialidades.  En ese marco regulador, sobresale el 

principio de interés superior de la niñez, entendido como el punto de referencia 

para asegurar la efectiva realización de todos los derechos que les han sido 

consagrados y cuya observancia permitirá al sujeto su más amplio 

desenvolvimiento.34  

 

Respecto del principio del interés superior de la niñez, es necesario destacar su 

reconocimiento en la Norma Suprema, en su artículo 4º, párrafo noveno, que 

establece:  

 
 “Artículo 4o. La mujer y el hombre son iguales ante la ley. Ésta protegerá la 
organización y el desarrollo de la familia.  
(…)   
En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del 
interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los 
niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de 
alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo 
integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de 
las políticas públicas dirigidas a la niñez. 
(…)”. 

 
34 Véase la Opinión Consultiva OC-17/2002, del 28 de agosto de 2002, sobre la Condición jurídica y 
derechos humanos del niño, de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 29 de mayo de 
2013, párr. 56 y 59.   
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Igualmente, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos estableció la 

facultad del Congreso de la Unión para expedir una ley general en materia de 

niñas, niños y adolescentes, a fin de definir los parámetros sobre los cuales las 

autoridades, en todos los órdenes de gobierno, deben conducir sus políticas y el 

contenido de sus normas, así como la distribución de competencias en la materia, 

velando siempre por el interés superior de la niñez.35 

 

En uso de la facultad constitucional aludida, el Congreso de la Unión emitió la Ley 

General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 4 de diciembre de 2014, la cual establece en su artículo 

1°, fracción II, que el objeto de ese ordenamiento será garantizar el pleno ejercicio, 

respeto, protección y promoción de los derechos humanos de niñas, niños y 

adolescentes conforme a lo establecido en la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales celebrados por el Estado 

mexicano en la materia.  

 

Debe recalcarse que dicha Ley General tiene como pilar fundamental la protección 

del interés superior de la niñez, pues mandata que dicho principio debe ser 

considerado de manera primordial en cualquier toma de decisión por parte de las 

autoridades. Tal imperativo se contiene en el artículo 2, párrafos segundo y tercero, 

del ordenamiento general aludido, el cual a la letra establece: 

 
“Artículo 2. 

(…) 
 El interés superior de la niñez deberá ser considerado de manera primordial en 
la toma de decisiones sobre una cuestión debatida que involucre niñas, niños y 
adolescentes. Cuando se presenten diferentes interpretaciones, se elegirá la que 
satisfaga de manera más efectiva este principio rector.  
Cuando se tome una decisión que afecte a niñas, niños o adolescentes, en lo individual o 
colectivo, se deberán evaluar y ponderar las posibles repercusiones a fin de salvaguardar 
su interés superior y sus garantías procesales.  
(…)”. 

 
Conforme a lo anterior, resulta claro que la Ley General en la materia, emitida por 

el Congreso de la Unión, contiene por mandato constitucional todos los principios 

 
35 Artículo 73. El Congreso tiene facultad:  
(…)  
XXIX-P. Expedir leyes que establezcan la concurrencia de la Federación, las entidades federativas, 
los Municipios y, en su caso, las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito 
de sus respectivas competencias, en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes, velando en 
todo momento por el interés superior de los mismos y cumpliendo con los tratados internacionales 
de la materia de los que México sea parte; 
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y normas que deben observarse por todas las autoridades dentro del territorio 

nacional a fin de proteger el interés superior de las niñas, niños y adolescentes, y 

cumplir con los tratados internacionales en la materia. 

 

En el contexto internacional, la Convención sobre los Derechos del Niño dispone 

en el artículo 3, numeral 1, lo siguiente: 

 

“Artículo 3  

1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o 
privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos 
legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del 
niño. (…)” 
 

Por su parte, el Comité de los Derechos del Niño ha interpretado que el objetivo 

del concepto de interés superior del menor es garantizar el disfrute pleno y 

efectivo de todos los derechos reconocidos por la Convención y el desarrollo 

holístico del niño. Asimismo, ha indicado que es un concepto triple que abarca: 

 
“a) Un derecho sustantivo: el derecho del niño a que su interés superior sea una 
consideración primordial que se evalúe y tenga en cuenta al sopesar distintos 
intereses para tomar una decisión sobre una cuestión debatida, y la garantía de 
que ese derecho se pondrá en práctica siempre que se tenga que adoptar una 
decisión que afecte a un niño, a un grupo de niños concreto o genérico o a los 
niños en general. El artículo 3, párrafo 1, establece una obligación intrínseca para 
los Estados, es de aplicación directa (aplicabilidad inmediata) y puede invocarse 
ante los tribunales. 

b) Un principio jurídico interpretativo fundamental: si una disposición 
jurídica admite más de una interpretación, se elegirá la interpretación que 
satisfaga de manera más efectiva el interés superior del niño. Los derechos 
consagrados en la Convención y sus Protocolos facultativos establecen el marco 
interpretativo. 

c) Una norma de procedimiento: siempre que se tenga que tomar una decisión 
que afecte a un niño en concreto, a un grupo de niños concreto o a los niños en 
general, el proceso de adopción de decisiones deberá incluir una estimación de las 
posibles repercusiones (positivas o negativas) de la decisión en el niño o los niños 
interesados. La evaluación y determinación del interés superior del niño requieren 
garantías procesales. Además, la justificación de las decisiones debe dejar patente 
que se ha tenido en cuenta explícitamente ese derecho. En este sentido, los Estados 
partes deberán explicar cómo se ha respetado este derecho en la decisión, es decir, 
qué se ha considerado que atendía al interés superior del niño, en qué criterios se 
ha basado la decisión y cómo se han ponderado los intereses del niño frente a otras 
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consideraciones, ya se trate de cuestiones normativas generales o de casos 
concretos.”36 

 

Es así que, de lo previamente desarrollado, se colige que el principio del interés 

superior de la niñez se erige como eje central en el actuar de todas las autoridades 

del Estado mexicano cuando se involucren a las niñas, niños y adolescentes, el cual 

implica que el desarrollo de éstos y el ejercicio pleno de sus derechos deben ser 

considerados como criterios rectores para la elaboración de normas y la aplicación 

de éstas en todos los órdenes relativos a su vida.  

 

De esta manera, todas las autoridades tienen el deber de asegurar y garantizar que 

en todos los asuntos, decisiones y políticas públicas en las que se le involucre a 

niñas, niños y adolescentes tengan el disfrute y goce de todos sus derechos 

humanos, especialmente de aquellos que permiten su óptimo desarrollo, esto es, 

los que aseguran la satisfacción de sus necesidades básicas como alimentación, 

vivienda, salud física y emocional, el vivir en familia con lazos afectivos, la 

educación y el sano esparcimiento, elementos –todos- esenciales para su desarrollo 

integral. 

 

En ese sentido, el principio del interés superior de las niñas, niños y adolescentes 

implica que la protección de sus derechos debe realizarse por las autoridades a 

través de medidas reforzadas o agravadas en todos los ámbitos que estén 

relacionados directa o indirectamente con los niños, niñas y adolescentes, ya que 

sus intereses deben protegerse siempre con una mayor intensidad ya que requieren 

de una protección especial.  

 

Las consideraciones anteriores fueron recogidas dentro de la tesis de 

jurisprudencia de clave P./J. 7/2016, Décima Época, materia constitucional, del 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Libro 34, septiembre de 2016, Tomo I, página 

10, de rubro y texto siguientes:  

 

“INTERÉS SUPERIOR DE LOS MENORES DE EDAD. NECESIDAD DE UN 

ESCRUTINIO ESTRICTO CUANDO SE AFECTEN SUS INTERESES.” El interés 
superior de los niños, niñas y adolescentes implica que el desarrollo de éstos y el ejercicio 
pleno de sus derechos deben ser considerados como criterios rectores para la elaboración 

 
36 Véase la Observación General No. 14 “Sobre el derecho del niño a que su interés superior sea una 
consideración primordial (artículo 3, párrafo 1)”, CRC/C/GC/14, del Comité de los Derechos del 
Niño, 29 de mayo de 2013.  
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de normas y la aplicación de éstas en todos los órdenes relativos a su vida. Así, todas las 
autoridades deben asegurar y garantizar que en todos los asuntos, decisiones y políticas 
públicas en las que se les involucre, todos los niños, niñas y adolescentes tengan el 
disfrute y goce de todos sus derechos humanos, especialmente de aquellos que permiten 
su óptimo desarrollo, esto es, los que aseguran la satisfacción de sus necesidades básicas 
como alimentación, vivienda, salud física y emocional, el vivir en familia con lazos 
afectivos, la educación y el sano esparcimiento, elementos -todos- esenciales para su 
desarrollo integral. En ese sentido, el principio del interés superior del menor de edad 
implica que la protección de sus derechos debe realizarse por parte de las autoridades a 
través de medidas reforzadas o agravadas en todos los ámbitos que estén relacionados 
directa o indirectamente con los niños, niñas y adolescentes, ya que sus intereses deben 
protegerse siempre con una mayor intensidad. En esa lógica, cuando los juzgadores 
tienen que analizar la constitucionalidad de normas, o bien, aplicarlas, y éstas inciden 
sobre los derechos de los niños, niñas y adolescentes, es necesario realizar un escrutinio 
más estricto en relación con la necesidad y proporcionalidad de la medida de modo que se 
permita vislumbrar los grados de afectación a los intereses de los menores y la forma en 
que deben armonizarse para que dicha medida sea una herramienta útil para garantizar 
el bienestar integral del menor en todo momento. 

 

Por ello, se concluye que tratándose de medidas que puedan afectar los intereses 

de las niñas, niños y adolescentes, se debe llevarse a cabo un escrutinio más 

estricto en relación con la necesidad y proporcionalidad de aquellas, de modo que 

se permita vislumbrar los grados de afectación a los intereses de las infancias y 

adolescencias, y la forma en que deben armonizarse para que dicha medida sea 

una herramienta útil y garantice el bienestar integral de las personas menores de 

edad.  

 

Ello, puesto que el interés superior de la niñez, tal como lo ha señalado el Comité 

de los Derechos del Niño, debe de ser una consideración primordial al momento 

de promulgar disposiciones legislativas y formular políticas en todos los niveles de 

los poderes públicos, así como al aplicarlas, lo cual requiere un proceso continuo 

de valoración de los efectos sobre los derechos de la niñez, a fin de prever las 

consecuencias de cualquier proyecto de ley o propuesta de política o asignación 

presupuestaria, así como de una evaluación de los efectos sobre los derechos de la 

niñez, con miras a juzgar las consecuencias reales de la aplicación37. 

 

En consonancia al principio de interés superior de la niñez y adolescencia el 

legislador al momento de elaborar las normas que inciden en los derechos de la 

infancia, está obligado a tomar en cuenta este principio a fin de que en todo 

momento se potencialice la protección integral de las niñas y los niños, así como de 

las y los adolescentes, evitándoles cualquier afectación, lo que se traduce en la 

 
37 Cfr. Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 14, Óp. Cit., párr. 35. 
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obligación de que al ponderar sus intereses frente a los intereses de terceros, 

cuiden de no restringir aquéllos derechos cuya naturaleza implica el goce esencial 

de los derechos de la infancia y adolescencia38. 

 

En otras palabras, se trata de un principio que debe observarse al prever cualquier 

tipo de medida legislativa que afecte a las niñas, niños y adolescentes, por lo que la 

autoridad legislativa no puede sustraerse del deber de privilegiar el interés 

superior de la niñez y adolescencia, es decir, debe adoptar una medida legislativa 

que garantice el disfrute pleno y efectivo de todos sus derechos; y como 

consecuencia, se le protege de manera integral logrando el desarrollo holístico del 

mismo.39 

 

2. Inconstitucionalidad de las normas impugnadas 

 

Como se bosquejó en líneas previas, esta Comisión Nacional considera que las 

normas impugnadas resultan contrarias a los derechos de igualdad y prohibición 

de discriminación, libre desarrollo de la personalidad, a la identidad personal, a la 

identidad sexual, a la identidad de género, a la propia imagen, a la intimidad, 

derechos de las niñas, niños y adolescentes, así como al principio de interés 

superior de la infancia y adolescencia, reconocidos en el texto constitucional  y en 

diversos tratados internacionales. 

 

Ello, ya que las normas impugnadas establecen como requisitos para poder 

solicitar la rectificación de acta de nacimiento para el reconocimiento de la 

identidad de género lo siguiente: 

 

• Ser mayor de edad. 

• No encontrarse sujeto o sujeta a proceso judicial que afecte derechos de 

terceros.  

 

A fin de demostrar lo anterior, este subapartado se dividirá en dos secciones. En 

una se contendrán los argumentos por los cuales se considera que la exigencia de 

mayoría de edad para acceder a este procedimiento es inconstitucional.  

 

 
38 Cfr. Sentencia de amparo directo en revisión 3799/2014, resuelto por la Primera Sala de esa 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos, bajo la ponencia del 
Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, Secretaria Mercedes Verónica Sánchez Miguel, p. 47. 
39 Cfr. Sentencia del amparo directo en revisión 3799/2014, Óp. Cit., p. 48. 
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En la sección segunda, se expondrán los razonamientos por los cuales se estima 

que el requisito de no estar sujeta o sujeto a proceso judicial que afecte derechos de 

terceros, tampoco se ajusta al parámetro de regularidad constitucional.  

 

A. Inconstitucionalidad del requisito de tener mayoría de edad 

 

Una vez definido el parámetro de regularidad constitucional que, a juicio de este 

Organismo Constitucional, resulta aplicable en este caso en concreto, es necesario 

determinar si el artículo 3.42., fracción III, del Código Civil del Estado de México es 

congruente con el referido marco constitucional o si, por el contrario, atenta contra 

esos derechos y libertades fundamentales. 

 

A ese respecto, es necesario partir de que la reforma a la legislación en comento, 

publicada en la Gaceta Oficial de la entidad el 22 de julio de 2021, como se 

deprende dictamen del Decreto Número 274 por el cual se reformó y adicionó el 

Código Civil mexiquense, con el objeto de reconocer la personalidad jurídica de las 

personas trans, mediante un procedimiento ágil, accesible y eficaz, que genere 

certeza y seguirdad jurídica, resguardando la confidencialidad de su identidad a 

fin de evitar discriminación40. 

 

Es decir, el legislador mexiquense buscó garantizar a todas las personas el derecho 

a que sea respetada su orientación sexual y su identidad de género autopercibida, 

mediante un trámite administrativo ágil, accesible y eficaz. Además, estableció que 

cualquier persona con capacidad legal puede pedir el levantamiento de una nueva 

acta de nacimiento para tener dicho reconocimiento. 

 

En virtud de lo anterior, se estableció que dicha modificación se llevará a cabo 

mediante un procedimiento administrativo seguido ante el Oficial del Registro 

Civil en donde se haya declarado el nacimiento de la o el solicitante. 

 

Ahora bien, el fundamento legal del procedimiento para pedir el levantamiento de 

la rectificación del acta de nacimiento para el reconocimiento de identidad de 

género se encuentra previsto en el Capítulo VIII, denominado “Expedición de acta 

por rectificación para el reconocimiento de identidad de género”, que contiene los artículo 

 
40 Véase el Dictamen del Decreto Número 274 por el cual se reforman diversas disposiciones del 
Código Civil del Estado de México, p. 11, disponible: 
http://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/gct/2021/juli
o/jul222/jul222c.pdf 

http://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/gct/2021/julio/jul222/jul222c.pdf
http://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/gct/2021/julio/jul222/jul222c.pdf
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3.42 a 3.46, del Título Segundo denominado “De las Actas, del Libro Tercero del 

Código Civil mexiquense, en los términos que se indican a continuación: 

 
“Capacidad legal 
Artículo 3.42. Toda persona con capacidad legal, que así lo requiera, puede solicitar al Oficial 
del Registro Civil en donde está asentada su acta de nacimiento la rectificación de esta, para el 
reconocimiento de identidad de género, previa anotación correspondiente. La persona 
solicitante deberá cumplir con los requisitos siguientes:  

I. Ser de nacionalidad mexicana; 
II. Originaria del Estado de México;  

III. Ser mayor de edad;  
IV. Comparecer personal y voluntariamente en términos de lo establecido en el reglamento 

y manual de Procedimientos del Registro Civil;  
V. Presentar su solicitud ante el Oficial del Registro Civil, y 

VI. No estar sujeto o sujeta a proceso judicial que afecté derechos de terceros. 
 
El reconocimiento respectivo se llevará a cabo ante las instancias y las autoridades 
correspondientes del Registro Civil del Estado de México, cumpliendo con todas las 
formalidades que exige el Reglamento del Registro Civil del Estado de México.  
 
Para los efectos de este código se entiende por identidad de género, la convicción personal e 
interna, tal como cada persona se percibe a sí misma, la cual puede corresponder o no, al sexo 
asignado en el acta primigenia. En ningún caso será requisito acreditar intervención 
quirúrgica alguna, terapias u otro diagnóstico y/o procedimiento para el reconocimiento de la 
identidad de género.  
 
Los efectos de la nueva acta de nacimiento para identidad de género realizados serán oponibles a 
terceros desde de su rectificación.  
 
Los derechos y obligaciones de la persona que realice la rectificación de su acta de nacimiento, 
no se modificarán ni se extinguirán con la nueva identidad jurídica; incluidos los provenientes 
de las relaciones propias del derecho de familia en todos sus órdenes y grados, los que se 
mantienen inmodificables.”  
 
“Legitimación para pedir la rectificación de acta 
Artículo 3.43. Para la rectificación y expedición del acta de nacimiento para el reconocimiento 
de identidad de género, las personas interesadas deberán presentar ante el Registro Civil: 

I. Manifestar el nombre completo del solicitante; 
II. Señalar los datos registrales asentados en el acta primigenia; 

III. Proporcionar el nuevo nombre que solicita sin apellidos; 
IV. Señalar el género solicitado; 
V. Señalar bajo protesta que lo hace de forma personal y voluntaria, y 

VI. Firma y huella dactilar.  
 
Además, se acompañará de la siguiente documentación:  

I. Copia certificada del acta de nacimiento directa del libro de registro; 
II. Original y copia fotostática de su identificación oficial, y 

III. Comprobante de domicilio.” 
 
“Inscripción de asentamiento de actas en el Registro Civil  
Artículo 3.44. El acta de nacimiento primigenia quedará resguardada y no se publicará ni 
expedirá constancia alguna, salvo mandamiento judicial, petición ministerial o por el 
interesado. “ 
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“Mandato especial para actos ante el Registro Civil  
Artículo 3.45. A petición de la persona interesada, una vez que el trámite de rectificación de 
acta para el reconocimiento de identidad de género sea concluido, el registro civil deberá enviar 
vía oficio a las dependencias públicas y privadas para que hagan las modificaciones 
correspondientes a los documentos personales respectivos.“ 
 
“Acta por rectificación para el reconocimiento de identidad de género  
Artículo 3.46. Al proceder la modificación o cambio del sustantivo propio y el género se tendrá 
por entendido, para efectos legales, que se trata de la misma persona, lo que se hará constar en 
el documento que para tal efecto se expida.” 

 

De los preceptos transcritos, se advierte que el legislador mexiquense buscó 

incorporar en su sistema normativa local una garantía al ejercicio al libre desarrollo 

de la personalidad en la vertiente de identidad sexual y de género, para lo cual 

reguló un procedimiento para la rectificación de actas de nacimiento de una 

persona. 

 

Dicho trámite correrá a cargo del Oficial del Registro Civil en que fue registrada la 

persona interesada, con ello se satisfacen los requerimientos que ha desarrollado 

ese Alto Tribunal en la materia y que han sido referidos con anterioridad. 

 

Atento a ello, este Organismo celebra que el Congreso local haya previsto que el 

procedimiento para que las personas que deseen cambiar su sexo o género sea 

substanciado ante una autoridad administrativa y no judicial, en tanto cumple con 

los estándares de privacidad, sencillez, expeditez y adecuada protección de la 

identidad de género mediante la emisión de un nuevo documento, coincidente con 

la identidad de género autopercibida de la persona solicitante, pues se trata de un 

trámite que se puede realizar ante el oficial del Registro Civil, mediante el cual, con 

la sola manifestación del solicitante, la autoridad administrativa competente puede 

proceder a la rectificación del acta, sin necesidad de que la o el interesado 

comparezca a una instancia jurisdiccional (en sentido formal y material), en la que 

deba instaurar un procedimiento con mayores cargas y fases procesales.  

 

Sin embargo, este Organismo Nacional advierte que el legislador local previó que 

únicamente las personas mayores de edad están legitimadas para solicitar el 

procedimiento respectivo, lo cual conculca los derechos humanos de igualdad y no 

discriminación, en razón de la edad, así como al libre desarrollo de la 

personalidad, la identidad personal, sexual y de género, la intimidad y la vida 

privada de las niñas, niños, así como de las y los adolescentes. 
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Ello, porque es factible concluir que, si bien el precepto no prohíbe expresamente la 

rectificación administrativa para el cambio de sexo a ese sector, sí contiene 

implícitamente una restricción legal que impide obtener la reasignación sexo-

genérica a una persona menor de edad. 

 

Es decir, el efecto legal del procedimiento de rectificación, tal como fue 

confeccionado por el legislador local, prevé exclusivamente la posibilidad de 

acceder a él a las personas con capacidad legal y mayores de 18 años, sin que sea 

constitucionalmente válida dicha limitante o exclusión a las personas que no 

cubren con ese requisito etario. 

 

Ahora bien, no escapa a la luz de esta Comisión Nacional que, en términos de la 

codificación sustantiva civil, las personas menores de edad no cuentan con 

personalidad jurídica para ejercitar sus derechos o contraer obligaciones en forma 

personal, sin embargo, ello no es razón suficiente para negarles la posibilidad de 

acceder al ya referido procedimiento, pues bien podrían hacerlo a través de sus 

representantes, como sus padres o madres, tutores o de la persona que 

corresponda.  

 

En este punto, habrá que distinguir entre la capacidad jurídica y la capacidad 

mental de una persona. La primera consistente tanto en la capacidad de ser titular 

de derechos y obligaciones –capacidad de goce– como en la capacidad de ejercer 

esos derechos y obligaciones –capacidad de ejercicio–. Ciertamente, la capacidad 

jurídica y la toma de decisiones son conceptos que se encuentran estrechamente 

vinculados y constituyen herramientas fundamentales para que una persona 

pueda participar en la vida jurídica, pero también tiene su impacto en la vida 

cotidiana. Si bien ambos –capacidad jurídica y autonomía de la voluntad– parten 

de una tradición civilista, estos se han proyectado en el ámbito de los derechos 

humanos. 

 

En tanto que la capacidad mental se refiere, en cambio, a la aptitud de una persona 

para adoptar decisiones que, naturalmente, varía de una persona a otra y puede 

ser diferente para una persona determinada en función de muchos factores, como 

ambientales y sociales. 

 

Así pues, el hecho que una persona no cuente con la edad legal requerida para 

acceder por propio derecho a la jurisdicción estatal no debe ser nunca motivo para 

negarle la capacidad jurídica que le permita intervenir en un acto encaminado a la 
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protección y observancia de sus derechos, ni es un obstáculo para que una persona 

adquiera conciencia de sí misma.  

 

Concretamente, tener un particular concepto de uno mismo como ser sexual e 

incluso social, en estrecha relación con la forma en cada uno vive y siente su propio 

cuerpo en el ámbito tanto personal como público, que innegablemente incluye la 

forma en que una persona se autodenomina y se presenta ante los demás no se 

concretiza ni depende de una edad determinada.  

 

Al respecto, debe recordarse que las niñas, los niños, así como las y los 

adolescentes, pueden tener conciencia sobre su identidad de género a edades 

tempranas, por lo que es importante tomar en consideración cómo se manifiestan 

en su forma de ser, con el objetivo de que se les garantice el ejercicio de sus 

derechos, en atención y observancia del principio de interés superior de la infancia 

y adolescencia, ya que las circunstancias y necesidades de cada infante y 

adolescentes son únicas.  

 

A propósito, esta Comisión Nacional estima pertinente evidenciar que en términos 

de la Encuesta sobre Discriminación por motivos de Orientación Sexual e 

Identidad de Género 201841 (ENDOSIG) se desprende que de las 12, 331 personas 

que respondieron la encuesta se ubicaron en ocho distintas categorías, de las cuales 

el 3.3% fueron mujeres trans y el 4.0% fueron hombres trans, además se destaca 

que un 11.8% del total de las y los participantes residían en el Estado de México42. 

 

En la ENDOSIG se evidencia que la mayoría de las personas participantes 

identificaron que su orientación sexual no normativa e identidad de género no 

correspondía a la asignada en su nacimiento en edades tempranas, es decir, 

durante su infancia alrededor de 8 de cada 10 personas lo hicieron antes de la 

juventud43, tal como se observa en la siguiente tabla: 

 

 
41 Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación y Comisión Nacional de Derechos Humanos. 
Encuesta sobre Discriminación por motivos de Orientación Sexual e Identidad de Género 2018, 
disponible en: 
https://www.conapred.org.mx/userfiles/files/ENDOSIG%20141218%20%281%29.pdf  
42 Ídem, p. 9. 
43Ibidem, p. 6. 

https://www.conapred.org.mx/userfiles/files/ENDOSIG%20141218%20%281%29.pdf
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De lo anterior se desprende que el 27.1% y 38.2% de las personas encuestadas 

reconocieron en su infancia y adolesciencia, respectivamente, su orientación 

sexual; mientras que el 39.2% y 22.8% de las y los participantes asumieron en su 

infancia y adolescencia, su identidad de género. 

 

Con apoyo en los datos arrojados en la ENDOSIG, esta Comisión Nacional 

advierte que, indiscutiblemente, la infancia y adolescencia constituyen etapas 

transcendentes en que las personas asumen y reconocen tanto su orientación 

sexual como su identidad de género. 

 

En congruencia, resulta indispensable que el Congreso mexiquense, como 

autoridad estatal, reconozca a las niñas, niños, así como a las y a los adolescentes el 

ejercicio pleno de su identidad, libre desarrollo de la personalidad y 

autodeterminación personal, ello siempre en protección del interés superior de las 

infancias y adolescencias. 
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Asimismo, no debe pasar desapercibido que las niñas, niños, así como de las y los 

adolescentes tienen el derecho a ser escuchados y que lo que expresen sea tomado 

en cuenta, por lo que el Estado también tiene la obligación de asumir una postura 

que haga efectivo los intereses de las y los menores de edad. 

 

Así, en la búsqueda de ese interés superior, se deben valorar todas las opciones y 

posibilidades existentes que permitan respetar sus derechos, garantizando que 

todas sus exteriorizaciones sean consideradas y respetadas, como lo es su 

expresión de su identidad de género autopercibida. 

 

En este punto se debe evidenciar que el respeto y reconocimiento de los derechos 

humanos a la identidad y el libre desarrollo de la personalidad no se encuentran 

supeditados para su ejercicio a edad alguna, de lo contario sería admitir que las 

niñas, niños, así como las y los adolescentes no son titulares plenos de las 

indicadas prerrogativas fundamentes, por lo tanto, su tutela debe darse desde el 

momento mismo en que se tenga conocimiento informado sobre el género al que se 

es afín, esto es, se genere la autopercepción por parte del individuo.  

 

Esta Comisión Nacional observa que el efecto de la disposición impugnada de la 

codificación civil mexiquense es privar a las personas que no cuentan con la 

mayoría de edad de acceder al procedimiento de rectificación de acta de 

nacimiento para el reconocimiento de su identidad de género auto percibida, lo 

cual conlleva a que se niegue implícitamente el derecho a su identidad de género 

por razón de edad, pese a que es un elemento constitutivo y constituyente de su 

derecho a la identidad, por lo que es inconcuso que contraviene el parámetro de 

regularidad constitucional.  

 

Ello, sin atender a que, en aras de proteger los derechos fundamentales de todo 

individuo (a la igualdad, no discriminación por el género y su preferencia sexual, 

así como al libre desarrollo de su personalidad, reserva de su intimidad, vida 

privada y propia imagen) y dadas las consideraciones de la resolución emitida por 

el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el amparo directo civil 

6/2008, es viable variar el sexo y la identidad de una persona, sin importar su 

edad, puesto que no puede atentarse contra su dignidad humana al anular o 

menoscabar su derecho al reconocimiento de identidad de género. 

 

De tal manera que se pone de manifiesto la inconstitucionalidad del artículo 3.42., 

fracción III, del Código Civil del Estado de México, que establece los requisitos 
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para estar en posibilidad de acceder a la rectificación administrativa de las actas de 

nacimiento y los potenciales sujetos acreedores a la misma. 

 

Ello, pues dicho precepto contraviene los derechos fundamentales de las niñas, 

niños, así como de las y los adolescentes transexuales y transgénero, a la igualdad, 

no discriminación, así como al libre desarrollo de su personalidad, reserva de su 

intimidad, vida privada y propia imagen; pues les impide manifestarse, en la 

forma en que se ven a sí mismos y se proyectan ante la sociedad, de acuerdo con 

sus caracteres físicos y acciones, que los individualizan e identifican propiamente. 

 

Lo anterior se surte dado que, del contenido del precepto normativo impugnado, 

implícitamente niega o prohíbe la procedencia de para la concordancia sexo-

genérica a la persona menor de edad que lo solicite, en sede administrativa, lo cual, 

impide toda posibilidad de que puedan adecuar su identidad jurídica a la realidad 

social, en cuanto a un sexo distinto del biológico y con el que fueron registrados en 

su primigenia acta de nacimiento. Es decir, se obstaculiza la adecuación de su 

identidad legal, a su identidad sexo-genérica, ya que no se les permite adecuar el 

sexo o género con el cual se identifican plenamente. 

 

Además, la disposición impugnada restringe la posibilidad de que las niñas, niños 

y adolescentes que han decidido ostentarse con un género distinto al que les fue 

asignado al nacer, puedan acceder a un trámite administrativo sencillo para 

corregir esa situación, pues el legislador local lo circunscribió a las personas que 

“sean mayores de edad”, obstaculizando y limitando el ejercicio de los derechos de 

las personas trans que no han alcanzado esa edad. 

 

A mayor abundamiento, se resalta que la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos en la Opinión Consultiva OC-24/17, sostuvo que las consideraciones 

relacionadas con el derecho a la identidad de género también son aplicables a las 

niñas, niños, así como a las y a los adolescentes que deseen presentar solicitudes 

para que se reconozca en los documentos y los registros su identidad de género 

auto-percibida44. 

 

De tal forma que la fracción reclamada del artículo 3.42 del Código Civil local 

impone barreras en cuanto al ejercicio de diversos derechos fundamentales, 

 
44 Opinión Consultiva Oc-24/17 De 24 de noviembre de 2017, solicitada por la República de Costa 
Rica, Identidad de Género, e Igualdad y no discriminación a parejas del mismo sexo, párr. 154. 
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asimismo perpetua y reproduce la discriminación histórica- estructural que estos 

grupos o personas han sufrido, pues el legislador estableció un procedimiento 

administrativo exclusivo para personas mayores de edad para que puedan adecuar 

su acta de nacimiento, pero no incluyó a aquellas menores de 18 años transgénero 

de esa posibilidad, vulnerando así su derecho a la identidad de género auto 

percibida. 

 

Esta Comisión Nacional coincide con la postura de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, en relación con que el derecho de cada persona a definir de 

manera autónoma su identidad sexual y de género y a que los datos que figuran en 

los registros, así como en los documentos de identidad sean acordes o 

correspondan a la definición que tienen de sí mismos, lo que se traduce en una 

obligación del Estado de respetar y garantizar a toda persona, la posibilidad de 

registrar y/o de cambiar, rectificar o adecuar su nombre y los demás componentes 

esenciales de su identidad como la imagen, o la referencia al sexo o género, sin 

interferencias por parte de las autoridades públicas o por parte de terceros.45  

 

Lo anterior implica necesariamente que las personas que se identifiquen con 

identidades de género diversas deben ser reconocidas como tal. Además, el Estado 

debe garantizarles que puedan ejercer sus derechos y contraer obligaciones en 

función de esa misma identidad, sin verse obligadas a detentar otra identidad que 

no representa su individualidad, más aún cuando ello involucra una exposición 

continua al cuestionamiento social sobre esa misma identidad afectando así el 

ejercicio y goce efectivo de los derechos reconocidos por el derecho interno y el 

derecho internacional.46 

 

Si bien es cierto que la legislación local prevé la posibilidad de rectificar el acta de 

nacimiento, por lo que hace al sexo de las personas a fin de adecuarla a su realidad, 

es inconcuso que tal proceso de rectificación no es incluyente, pues limita su acceso 

exclusivamente a personas “mayores de edad”, en detrimento de las personas que 

no tienen 18 años, quienes tienen que esperar hasta cumplir con una edad 

específica para dejar de ostentar una identidad con la que no sienten identificadas.  

 

Es importante e indispensable que se posibilite la plena identificación de la 

persona “menor de edad”(es decir, niñas, niños o adolescentes), a partir de la 

 
45Opinión Consultiva Oc-24/17 De 24 de noviembre de 2017, solicitada por la República de Costa 
Rica, Identidad de Género, e Igualdad y no discriminación a parejas del mismo sexo, párr. 115. 
46 Ídem.  
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rectificación de su nombre y sexo, pues ello les permitirá proyectarse en todos los 

aspectos de su vida, como el ser que realmente son, lo que no sólo le facilitaría 

realizar diversos actos, sino que, precisamente, conferirá certeza jurídica a éstos, al 

existir plena correspondencia entre su documentación y la forma en que se auto-

perciben a sí mismo y frente a la sociedad, en clara manifestación de su derecho a 

definir de manera autónoma su identidad sexual y de género como expresión de su 

libre desarrollo de la personalidad. 

 

Además, el hecho de facilitar la rectificación de actas de nacimiento para el 

reconocimiento de identidad de género de las infancias y adolescencias, no 

solamente garantiza los derechos de libre desarrollo de la personalidad, a la 

imagen, intimidad e identidad, entre otros, sino también permite que tengan un 

desarrollo integral, una vida libre de violencia y que sean considerados como 

titulares de derechos; asimismo, refuerza el ejercicio pleno de las niñas, niños, así 

como de las y los adolescentes de ser escuchados y a que sean valoradas y 

respetadas cada una de sus modalidades de manifestación en todos los aspectos de 

su vida.  

 

Lo anterior es de suma relevancia pues el escuchar y reconocer a las infancias y 

adolescencias como titulares de derechos fundamentales permite desterrar una 

visión adultocentrista, que inhibe el reconocimiento pleno de la dignidad humana 

de las niñas, niños, así como de las y los adolescentes. 

 

En tal virtud, este Organismo Nacional estima que no es constitucionalmente 

aceptable que la norma establezca una restricción de edad para estar en posibilidad 

de solicitar la rectificación de actas por identidad de género, pues dicha limitante 

vulnera el principio de igualdad, al libre desarrollo de la personalidad, en su 

vertiente de identidad sexual, así como la intimidad y vida privada de las personas 

no “mayores de edad” que requieran modificar sus actas de nacimiento por no 

existir identidad entre el sexo registrado legalmente al nacer y aquel con el cual en 

efecto se identifican. 

 

Finalmente, se estima que la medida legislativa aquí impugnada no es 

proporcional, en los términos que se expondrán en el apartado siguiente y por ello, 

es dable concluir que la disposición normativa combatida vulnera los derechos 

fundamentales a que se ha hecho referencia en éste y los apartados previos. 
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i. Test de escrutinio estricto de proporcionalidad  
 

Para abundar en los argumentos de inconstitucionalidad que evidencian la 

invalidez de la norma que nos ocupa, esta Comisión Nacional sostiene que la 

exigencia de ser mayor de edad para estar en aptitud de solicitar el procedimiento 

de rectificación de actas de nacimiento por identidad de género debe analizarse a 

la luz de la proscripción constitucional de hacer distinciones basadas en categorías 

sospechosas de discriminación en razón de edad. 

 

Lo anterior, en virtud de que dicha norma atenta contra la dignidad humana y 

tiene por efecto anular y menoscabar el derecho de las niñas, niños y adolescentes 

a ser reconocidos jurídicamente con su identidad sexual, mediante la expedición de 

una nueva acta de nacimiento. 

 

Máxime, si se recuerda que la necesidad de este tipo de examen también se apoya 

en que tal como lo ha señalado el Tribunal Pleno de ese Alto Tribunal,  cuando se 

analiza la constitucionalidad de normas y estas inciden sobre los derechos de los 

niños, niñas y adolescentes, es imperioso realizar un escrutinio más estricto en 

relación con la necesidad y proporcionalidad de la medida de modo que se permita 

vislumbrar los grados de afectación a los intereses de los menores y la forma en 

que deben armonizarse para que dicha medida sea una herramienta útil para 

garantizar el bienestar integral del menor en todo momento47. 

 

Apuntado lo anterior, se considera que el artículo 3.42, fracción III, del Código 

Civil del Estado de México impacta negativamente en el igual reconocimiento del 

derecho a la identidad personal, de género y sexual de niñas, niños y adolescentes, 

así como en el libre desarrollo de su personalidad, al privarles de la posibilidad de 

acceder al procedimiento de rectificación de actas, en igualdad de condiciones que 

las personas mayores de edad. 

 

Con la finalidad de llegar a tal conclusión, esta Institución Nacional estima 

indispensable, como ya se adelantaba, efectuar un análisis estricto de 

constitucionalidad de la disposición reclamada, ya que hace una distinción basada 

 
47 Véase la tesis de jurisprudencia P./J. 7/2016 (10a.) del Pleno de esa Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, Décima Época, materia constitucional, publicada en Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 34, septiembre de 2016, tomo I, p. 10, de rubro “INTERÉS SUPERIOR DE LOS 
MENORES DE EDAD. NECESIDAD DE UN ESCRUTINIO ESTRICTO CUANDO SE AFECTEN 
SUS INTERESES.”. 
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en una categoría sospechosa en razón de la edad –un factor prohibido de 

discriminación– y dado que repercute en los intereses de las niñas, los niños, así 

como de las y los adolescentes, por lo que corresponde realizar un escrutinio de la 

medida legislativa, conforme a los siguientes parámetros: 

 

1. Cumplir con una finalidad constitucional imperiosa. 

2. Estar estrechamente vinculada con la finalidad constitucionalmente 

imperiosa. 

3. La medida debe ser lo menos restrictiva posible.48 

 

Sobre el primer punto, debe examinarse si la medida cumple con una finalidad 

imperiosa desde el punto de vista constitucional, sin que deba exigirse 

simplemente, como se haría en un escrutinio ordinario, que se persiga una 

finalidad constitucionalmente admisible, por lo que debe buscar un objetivo 

importante previsto dentro de la propia Norma Suprema; es decir, proteger un 

mandato de rango constitucional. 

 

Dicho de otra forma, la finalidad perseguida no debe ser abiertamente 

contradictoria con las disposiciones constitucionales. Así, al elevarse la intensidad 

del escrutinio debe exigirse que la finalidad tenga un apoyo constitucional claro -

debe perseguir un objetivo constitucionalmente importante-. 

 

En relación con el segundo punto del escrutinio estricto, debe analizarse si la 

distinción legislativa está estrechamente vinculada con la satisfacción de una 

finalidad constitucionalmente imperiosa. De modo que la medida legislativa debe 

estar directamente conectada con la consecución de los objetivos constitucionales 

antes señalados; es decir, la medida debe estar totalmente encaminada a la 

consecución de dicha finalidad, sin que se considere suficiente que esté 

potencialmente conectada con tales objetivos. 

 

Finalmente, por lo que hace al tercer punto, la distinción legislativa debe ser la 

medida menos restrictiva posible para conseguir efectivamente la finalidad 

imperiosa desde el punto de vista constitucional. 

 

 
48 Tesis de jurisprudencia P./J. 10/2016 (10a.), del Pleno de esa Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, Décima Época, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 34, 
septiembre de 2016, Tomo I, p. 8, del rubro: “CATEGORÍA SOSPECHOSA. SU ESCRUTINIO.” 
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En el caso concreto, la disposición normativa impugnada incumple con el primer 

requisito de escrutinio, en virtud de que no existe una justificación 

constitucionalmente imperiosa para exigir la mayoría de edad para acceder al 

procedimiento de expedición de una nueva acta de nacimiento por identidad de 

género, pues como precisó la Corte Interamericana sobre este tema, sólo se 

requiere la expresión del consentimiento libre e informado del solicitante sin 

condición de edad, aunado a que no existe imperativo constitucional para limitar 

una decisión producto del ejercicio del derecho al libre desarrollo de la 

personalidad, como lo es la definición de la identidad de género,  por lo tanto, la 

norma no supera esta primer grada de examen estricto y, consecuentemente, 

resulta discriminatoria e irrazonable y redunda en perjuicio de los intereses de la 

infancia y adolescencia.  

 

Asimismo, el precepto controvertido atenta contra el derecho de las niñas, niños y 

adolescentes de libertad de expresión y que sea respetada su integridad física y 

psicológica, así como su identidad de género y su autonomía emergente49. 

 

Igualmente, se reitera que no debe pesarse por alto que las niñas, niños y 

adolescentes son titulares de derechos humanos, estando dotados además de una 

capacidad progresiva para ejercerlos en función de su nivel de madurez, empero 

ello no habilita al legislador mexiquense para impedirles acceder a la rectificación 

de sus actas de nacimiento para el reconocimiento de su identidad de género. 

 

Por lo tanto, la norma controvetida impide a las infancias y adolescencias que 

acudan a solicitar la adecuación de su atestado de nacimiento por cuasa sexo-

genérica, por lo tanto, el precepto en estudio limita sin justificación constitucional 

el acceso al derecho a la identidad, al libre desarrollo de la personalidad, entre 

otros derechos fundamentales. 

 

Es así que resulta claro que, si la conclusión del primer punto de escrutinio es que 

la norma impugnada no persigue un fin constitucionalmente imperioso, tampoco 

puede afirmarse que se encuentra conectada con el logro de objetivo constitucional 

alguno ni que se trate de la medida menos restrictiva posible. 

 

 
49 Naciones Unidas, Comité de los Derechos del Niño. Observación General núm. 20 “sobre la 
efectividad de los derechos del niño durante la adolescencia”, 6 de diciembre de 2016, 
CRC/C/GC/20, párr. 34. 
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En suma, atendiendo a los elementos descritos, la disposición normativa 

impugnada del Código Civil del Estado de México no justifica una finalidad 

imperiosa ni constitucionalmente válida, ya que no aprueban un juicio estricto de 

proporcionalidad. 

 

En conclusión, el precepto impugnado es discriminatorio y contrario al interés 

superior de las infancias y adolescencias por generar una diferenciación 

injustificada, exclusión, restricción o preferencia arbitraria e injusta para las 

personas que no tienen 18 años, lo que se traduce en que no pueden pedir el 

levantamiento de una nueva acta de nacimiento para el reconocimiento de su 

identidad de género cuando así lo requieran, pues dicha distinción tiene como 

efecto la transgresión de sus derechos a la igualdad y no discriminación, libre 

desarrollo de la personalidad e identidad personal, de género y sexual de niñas, 

niños y adolescentes y del principio de interés superior de la infancia. 

 

Por ende, a juicio de este Organismo Nacional, la norma impugnada debe 

considerarse violatoria de diversos derechos humanos, particularmente de los 

reconocidos a favor de las niñas, los niños, así como de las y los adolescentes, y 

tenerse como una medida desproporcional y, en consecuencia, debe ser expulsada 

del orden jurídico de la entidad por resultar inconstitucional. 

 

B. Inconstitucionalidad del requisito de no estar sujeto o sujeta a proceso 

judicial que afecte derechos de terceros 

 

Como se apuntó desde el inicio del presente concepto de invalidez, esta Comisión 

Nacional considera que el artículo 3.42, en su fracción VI, del Código Civil del 

Estado de México resulta contrario al derecho de igualdad y a la prohibición de no 

discriminación reconocidos en el texto constitucional en el artículo 1°, así como en 

diversos preceptos correlativos de los tratados internacionales en materia de 

derechos humanos. 

 

A efecto de partir con la exposición de las razones que conllevan a la 

inconstitucionalidad demandada, a continuación, se transcriben la disposición 

impugnada para una mayor claridad: 

 
“Artículo 3.42. Toda persona con capacidad legal, que así lo requiera, puede solicitar al 

Oficial del Registro Civil en donde está asentada su acta de nacimiento la rectificación de 
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esta, para el reconocimiento de identidad de género, previa anotación correspondiente. La 

persona solicitante deberá cumplir con los requisitos siguientes: 

I.- V (…) 

VI. No estar sujeto o sujeta a proceso judicial que afecté (sic) derechos de 

terceros.” 

 

A juicio de este Organismo Nacional la norma impide de manera injustificada que 

las personas accedan a la rectificación de su acta de nacimiento para el 

reconocimiento de identidad de género, cuando se encuentren sujetas a un proceso 

judicial que afecte derechos a terceros, aun y cuando dicha condición no representa 

un impedimento razonable para obstruir el derecho humano de identidad, 

mediante el reconocimiento de su identidad de género.  

 

En efecto, la norma impugnada limita de forma genérica los derechos de las 

personas que se encuentren en esa hipótesis, a pesar de que ello no impide que se 

reconozca la identidad de la persona solicitante, aunado a que el propio sistema 

normativo ya contiene una previsión que busca evitar que se cause inseguridad 

jurídica para el solicitante como para con quien tiene un determinado vínculo 

jurídico.  

 

Lo anterior, primeramente, porque el propio artículo 3.42 del Código Civil 

mexiquense establece en su último párrafo, textualmente lo siguiente: 

 

“Los derechos y obligaciones de la persona que realice la rectificación de su acta de 

nacimiento, no se modificarán ni se extinguirán con la nueva identidad jurídica; incluidos 
los provenientes de las relaciones propias del derecho de familia en todos sus órdenes y 
grados, los que se mantienen inmodificables”. 

 

De lo anterior se desprende que, aun y cuando la persona solicitante haya 

tramitado el cambio de identidad de género en su acta de nacimiento, no significa 

que se dejen sin efectos todas aquellas relaciones jurídicas realizadas bajo la 

anterior identidad. 

 

Lo anterior ya que los actos realizados por la persona solicitante —de la 

rectificación de acta de nacimiento para el reconocimiento de identidad de 

género— bajo su anterior identidad, que hubieran generado o, incluso, pudieran 

llegar a generar obligaciones o responsabilidades al individuo, le serán 

exigibles, en los términos de las leyes aplicables. 
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De igual forma, debe señalarse que así como las obligaciones y responsabilidades 

derivadas de las relaciones jurídicas en que el sujeto sea parte no se modifican, ni 

se extinguen, por el hecho de haber reasignado su identidad sexo-genérica, 

tampoco los derechos generados a su favor, con motivo de dichas relaciones, se 

pierden por esa circunstancia, puesto que nacieron o se establecieron con 

independencia del sexo legal en el que se le había registrado, por lo que la 

reasignación sexo-genérica efectuada no podría ser obstáculo para exigir a terceros 

el cumplimiento de las obligaciones que hubieran contraído con él ni viceversa. 

 

Incluso el propio legislador mexiquense fue cauteloso en puntualizar en el 

dictamen del Decreto Número 274 por el cual se adicionó el precepto en estudio, 

que la nueva identidad en cuanto a su nombre y sexo en el Acta de Nacimiento no 

presupone la inexistencia de hecho o actos acontecidos bajo su anterior identidad, 

ni la extinción o modificación de sus obligaciones, quedando protegidos sus 

derechos fundamentales frente a terceros y en el propio orden público50. 

 

Es decir, subsisten aquellos hechos que constituyan delitos, los actos que originen 

obligaciones civiles, tales como las derivadas de contratos y familiares, como 

también las generadas por su filiación (matrimonio, adopción, sucesiones); 

obligaciones fiscales, como el pago de contribuciones; las que deriven de su calidad 

ciudadana de mexicano, que implican su identificación para fines electorales o de 

ejercicio de derechos políticos, como votar y ser votado, asociación política, entre 

otros, o su pasaporte, para efectos de acreditación de nacionalidad, de estancia o 

residencia en un país extranjero y todos los actos realizados dentro o fuera del país, 

que derivan de dicha condición; las que se produzcan por sus relaciones 

comerciales, tales como su participación en alguna sociedad mercantil, o bien, el 

uso de tarjetas de crédito o departamentales u otras figuras similares a través de las 

cuales hubiere adquirido algún crédito que genere saldo a cubrir; todas aquellas 

derivadas de sus relaciones laborales, como por ejemplo, el incumplimiento de un 

contrato individual de trabajo, las cuotas de seguridad social; su relación con 

empresas aseguradoras de diverso tipo; y todas aquellas relaciones jurídicas que 

generen obligaciones a su cargo, así como responsabilidades, en caso de 

incumplimiento, entre otras. 

 

 
50 Véase el Dictamen del Decreto Número 274 por el cual se reforman diversas disposiciones del 
Código Civil del Estado de México, p. 13, disponible: 
http://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/gct/2021/juli
o/jul222/jul222c.pdf  

http://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/gct/2021/julio/jul222/jul222c.pdf
http://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/gct/2021/julio/jul222/jul222c.pdf
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En esa tesitura, resulta evidente que el cambio de la identidad de la persona en el 

caso en concreto no conlleva la extinción de los hechos y actos jurídicos realizados 

bajo su anterior identidad, como tampoco la exime de sus obligaciones y 

responsabilidades derivadas de su actuar bajo esa identidad. 

 

Por lo tanto, el requisito de no estar sujeto o sujeta a proceso judicial que afecte 

derechos de terceros, resulta desproporcional e impide ipso facto que cualquier 

persona que se encuentre en el indicado supuesto pueda solicitar la rectificación de 

su acta de nacimiento para el reconocimiento de identidad de género, pues como 

se ha patentizado, al actualizarse tal supuesto no tiene aparejado el 

incumplimiento o negación de hechos pasados bajo la anterior identidad.  

 

En consecuencia, la indicada medida se traduce en una exclusión injustificada y 

discriminatoria para las personas que se encuentren en esa condición jurídica, que 

les impide ejercer su derecho a la identidad, limitando su ejercicio hasta que se 

resuelva la cuestión planteada ante la instancia judicial correspondiente. 

 

Por lo anterior, se considera que la restricción contenida en la disposición 

normativa impugnada no es necesaria sino que es desproporcional, irrazonable e 

injustificada, y atenta contra el derecho a la identidad, al libre desarrollo de la 

personalidad, a la intimidad, así como al de igualdad y a la prohibición de 

discriminación, toda vez que excluye a todas las personas que se encuentren 

sujetas a procesos judiciales que puedan afectar derechos de terceros, aun cuando 

el propio ordenamiento reconoce la vigencia tanto de los hechos y actos, así como 

de sus relativos efectos, llevados a cabo bajo la anterior identidad sexo-genérica. 

 

En otras palabras, la generalidad y amplitud del artículo 3.42, fracción VI, del 

Código Civil del Estado de México, provoca un escenario absoluto de prohibición 

que impide acceder en condiciones de plena igualdad a la respectiva rectificación 

de acta de nacimiento para el reconocimiento de identidad de género a personas 

que se encuentren sujetas a un proceso judicial que afecte derechos de terceros, sin 

que ello permita justificar en cada caso, la probable negación o sustracción de los 

derechos y obligaciones derivados de los hechos y actos realizados bajo la anterior 

identidad. 

 

Ahora bien, pudiera pensarse que lo dispuesto en el artículo 3.42, fracción VI, del 

ordenamiento cuestionado, de alguna forma intenta acotar el requisito al prever 

que las personas que pretendan acceder a dicha rectificación de acta de nacimiento 
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no deben estar sujetas a proceso judicial que afecte derechos de terceros, con lo 

cual podría pensarse que busca asegurar cierto cumplimiento de los derechos y 

obligaciones, de la persona solicitante, efectuados bajo la anterior identidad, a 

efecto de garantizar que los involucrados tenga certeza jurídica.  

 

Sin embargo, lo cierto es que la disposición desborda su objetivo y termina por 

excluir a las personas que pretenden solicitar algo tan indispensable para su vida 

como lo es el obtener el reconocimiento legal de su identidad de género, por estar 

sujetas a un proceso ante autoridad jurisdiccional en el que puedan afectarse 

derechos de terceros. 

 

Entonces, como se advierte, el legislador realizó una distinción que carece de una 

justificación objetiva y razonable y que impacta de forma directa en el ejercicio de 

otros derechos, pues exigir que las personas interesadas en solicitar la rectificación 

de su acta de nacimiento para el reconocimiento de identidad de género no se 

encuentren sujetas a cualquier proceso judicial que afecte derechos de terceros no 

tiene relación alguna con la protección al ejercicio pleno del derecho de identidad, 

además de que el propio ordenamiento ya contiene soluciones normativas útiles 

para evitar posibles conflictos.  

 

Así, ese tipo de exigencia coloca en una condición social determinada, inferior y de 

desigualdad de circunstancias a cualquier persona que se encuentra sujeta a esa 

situación descrita por la norma respecto de otros sujetos, excluyendo a los 

primeros de la posibilidad de acceder a la rectificación de su acta de nacimiento 

para el reconocimiento de su identidad de género prevista en la norma impugnada 

sin que exista una razón válida. 

 

En ese sentido, toda vez que en el presente caso el legislador local realizó una 

distinción injustificada que obstaculiza que las personas que se ubiquen en esa 

hipótesis soliciten la rectificación de su acta de nacimiento para el reconocimiento 

de su identidad de género, en desigualdad de circunstancias de aquellas que no se 

encuentran en esa situación, este Organismo Autónomo procederá a analizar la 

constitucionalidad de la norma a través de un test de escrutinio ordinario. 

 

i. Test de escrutinio ordinario de proporcionalidad. 

 

Esta Comisión Nacional considera que el requisito exigido en el artículo 3.42, 

fracción VI, del Código Civil del Estado de México, consistente en que las personas 
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solicitantes de la rectificación de su acta de nacimiento para el reconocimiento de 

su identidad de género no se encuentren sujetas a cualquier proceso ante autoridad 

jurisdiccional que afecte derechos de terceros, transgrede el derecho de igualdad 

de las personas que se encuentren en esa circunstancia respecto de quienes no, 

además de ello también limita sus derechos como al libre desarrollo de la 

personalidad e identidad, entre otros, en virtud de que no existe una relación 

lógica entre la misma y el ejercicio pleno de sus derechos humanos.  

 

Para sustentar la mencionada premisa, resulta necesario un examen de la 

constitucionalidad de la norma impugnada para determinar en el caso concreto las 

relaciones entre el fin perseguido y su colisión con determinados derechos, que 

debe resolverse con ayuda del método específico denominado test de escrutinio 

ordinario de proporcionalidad. 

 

En ese sentido, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos procederá a la 

aplicación de dicho examen respecto del precepto normativo impugnado del 

Código Civil del Estado de México, precisando que para ello se realizará un 

escrutinio de la constitucionalidad de dicha disposición, en tanto que restringe el 

derecho a la identidad, al libre desarrollo de la personalidad, a la entidad, entre 

otros. En este orden de ideas, debe corroborarse lo siguiente: 

 

1. Finalidad constitucionalmente válida o legitimidad de la medida. 

2. Instrumentalidad de la medida. 

3. Proporcionalidad.51  

 

Sobre el primer punto, debe examinarse si la distinción cumple con una finalidad 

constitucionalmente válida, es decir, basta con determinar si la medida legislativa 

persigue una finalidad admisible, más no imperiosa, en nuestro ordenamiento 

jurídico. 

 

Respecto del segundo punto del escrutinio, debe analizarse si la medida resulta 

racional para su consecución, es decir, si guarda una relación identificable de 

instrumentalidad respecto de ella. A diferencia de un escrutinio estricto, en esta 

etapa basta con que los medios utilizados por el legislador estén encaminados de 

 
51 Cfr. Tesis aislada P. VIII/2011 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena 
Época, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIV, agosto de 
2011, p.33, de rubro: “IGUALDAD. EN SU ESCRUTINIO ORDINARIO, EL LEGISLADOR NO 
TIENE LA OBLIGACIÓN DE USAR LOS MEJORES MEDIOS IMAGINABLES”. 
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algún modo a la finalidad que se persigue, sin ser necesario que sean los más 

idóneos. 

 

En la última etapa del test de escrutinio ordinario, se debe determinar si la medida 

constituye un medio proporcional que evite el “sacrificio” innecesario de otros 

derechos, de modo que no exista un desbalance entre lo que se consigue con la 

medida legislativa y los costos que impone desde la perspectiva de otros intereses 

y derechos constitucionalmente protegidos. 

 

Explicado el escrutinio de proporcionalidad, este Comisión Nacional procede 

aplicarlo en el caso concreto para determinar si la norma supera el referido 

examen.  

 

En la especie, se advierte que el precepto normativo impugnado podría cumplir 

con el primer requisito de escrutinio, pues buscan salvaguardar el cumplimiento 

de las obligaciones y responsabilidades que hayan derivado de cualquier hecho o 

acto de la persona solicitante de la rectificación de su acta de nacimiento para el 

reconocimiento de su identidad de género, bajo su anterior identidad, protegiendo 

así los derechos de cualquier tercero que se encuentre involucrado o relacionado 

con la solicitante.  

 

Sin embargo, en cuanto a la segunda grada de escrutinio, se considera que la 

medida legislativa establecida por el legislador mexiquense no tiene relación 

directa, clara e indefectible para el necesario cumplimiento del fin 

constitucionalmente válido de salvaguardar los derechos de tereceros. 

 

Lo anterior, porque como se adujo supra, los derechos y obligaciones o 

responsabilidades de la persona que realice la rectificación de su acta de 

nacimiento para el reconocimiento de su identidad de género, no se modificán ni 

extinguirán con la nueva identidad jurídica, es decir, éstos subsisten y son exigibles 

en los términos de los ordenamientos legales aplicables, salvo en los casos en que 

la propia legislación determine la extinción o modificación de las mismas.  

 

Además, en relación con la indicada exigencia, debe considerarse que el hecho de 

que una persona varíe su identidad de género conforme se auto percibe no implica 

la modificación ni extinción de las relaciones jurídicas que el sujeto realizó con su 

anterior identidad, lo anterior ya que, tanto los derechos como obligaciones y 

responsabilidades que derivaron de dichas relaciones surgieron con independencia 
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del sexo legal en el que se le había registrado, por lo tanto, la reasignación 

efectuada no podría ser obstáculo para exigir a terceros el cumplimiento de las 

obligaciones que hubieran contraído con el sujeto.  

 

En consecuencia, la nueva identidad de una persona, en cuanto a su nombre y sexo 

en su acta de nacimiento no se traduce en la inexistencia de los hechos o actos 

acontecidos o realizados bajo la anterior identidad, mucho menos representa la 

extinción o modificación de sus obligaciones y responsabilidades. 

 

En otras palabras, la protección de los derechos humanos de las personas 

transexuales y transgénero, en específico el de identidad en el caso en concreto, no 

significa en ningún momento la desprotecciñon de los derechos de terceros o del 

orden público. 

 

Lo anterior se robustece con la tesis sustentada por el Pleno de esa Suprema Corte 

de Justicia de la Nación P. LXXIII/2009, cuya literalidad es la siguiente: 

 
“REASIGNACIÓN SEXUAL. LA EXPEDICIÓN DE UNA NUEVA ACTA DE 
NACIMIENTO POR ESE MOTIVO, NO SE TRADUCE EN LA INEXISTENCIA DE 
LOS HECHOS O ACTOS ACONTECIDOS BAJO LA IDENTIDAD ANTERIOR NI 
EN LA EXTINCIÓN DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES DEL INTERESADO. 
La expedición de una nueva acta de nacimiento en la que conste el cambio de nombre y sexo 
de una persona transexual, no se traduce en la desaparición de su historia, por lo que todos 
aquellos actos que hubiere realizado bajo su identidad anterior y que traían aparejados 
efectos jurídicos, siguen produciéndolos y le son exigibles, salvo en los casos en que la propia 
legislación determine la extinción o modificación de los mismos; de ahí que, necesariamente, 
la expedición de la nueva acta de nacimiento tratándose de reasignación sexual, conlleve la 
anotación marginal en su acta primigenia y la constancia en los correspondientes asientos 
registrales, así como que la reserva de estos datos tenga excepciones; correspondiendo, en 
cada caso concreto, a las autoridades competentes resolver las posibles controversias o 
conflictos que, posteriormente al cambio registral, pudieran llegar a presentarse.” 

 

De lo anterior se desprede, que ese Máximo Tribunal Constitucional ha sostenido 

que la expedición de la nueva acta de nacimiento por reconocimiento de identidad 

de género no tiene por efecto negar, modificar o extinguir los actos realizados bajo 

la anterior identidad, es decir, no conlleva la desaparición de la historia de la 

persona solicitante, por lo tanto, todos los efectos jurídicos derivados de su pasado 

continúan siendo existentes y, por tanto, exigibles. 

 

En consecuencia, no se advierte que la disposición normativa controvertida tenga 

una conexión directa con el cumplimiento del fin constitucionalmente válido que 

persiguió el legislador local, por lo que es claro que el requisito de mérito se 
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traduce en una medida que atenta contra el derecho de igualdad, además de que 

también se erige como un obstáculo ilegítimo para el ejercicio pleno del libre 

desarrollo de la personalidad, de identidad personal, sexual y de género, entre 

otros derechos.  

 

En esa virtud, resulta innecesario verificar que se cumpla con el resto del 

escrutinio, pues es inconcuso que el precepto normativo cuestionado contradice el 

parámetro de regularidad constitucional.  

 

En suma, atendiendo a los elementos descritos, el artículo 3.42, fracción VI, del 

Código Civil del Estado de México, que exige no estar sujeto o sujeta a proceso 

judicial que afecte derechos de terceros, como requisito para solicitar la 

rectificación del acta de nacimiento para el reconocimiento de la identidad de 

género, no aprueba un escrutinio ordinario de proporcionalidad, por lo que 

transgreden derechos humanos ya que mencionados, ya que son medidas que no 

guardan relación directa, clara e indefectible para el cumplimiento del fin 

constitucionalmente válido, que pudiera ser la salvaguarda de derechos de 

terceros.  

 

En consecuencia, lo procedente es que ese Alto Tribunal Constitucional declare la 

inconstitucionalidad del artículo 3.42, fracción VI, del Código Civil del Estado de 

México, al ser contrario al parámetro de regularidad constitucional. 

 

XI. Cuestiones relativas a los efectos. 

 

Se hace especial hincapié en que los argumentos vertidos por esta Comisión 

Nacional de los Derechos Humanos sustentan la inconstitucionalidad de las 

disposiciones impugnadas, por lo que se solicita atentamente que de ser tildadas 

de inconstitucionales los preceptos normativos controvertidos, se extiendan los 

efectos a todas aquellas normas que estén relacionadas, conforme a lo dispuesto 

por los artículos 41, fracción IV, y 45, segundo párrafo, de la Ley Reglamentaria de 

las Fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 
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ANEXOS 
 
1. Copia certificada del Acuerdo del Senado de la República por el que se 

designa a María del Rosario Piedra Ibarra como Presidenta de la Comisión 

Nacional de los Derechos Humanos (Anexo uno).  

 

Si bien es un hecho notorio que la suscrita tiene el carácter de Presidenta de esta 

Comisión Nacional, dado que es un dato de dominio público conocido por todos 

en la sociedad mexicana, respecto del cual no hay duda ni discusión alguna, de 

conformidad con el artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 

aplicación supletoria en términos del artículo 1° de la Ley Reglamentaria de la 

Materia, lo cual exime de la necesidad de acreditar tal situación, se exhibe dicho 

documento en copia certificada. 

 

Con fundamento en el artículo 280, primer párrafo, del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la materia en términos del 

artículo 1º, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, solicito que en el acuerdo 

de admisión se ordene la devolución de dicha documental, y que, en sustitución de 

la misma, se deje en autos copia cotejada por el secretario que corresponda, toda 

vez que el documento antes descrito es de utilidad para los fines que persigue este 

Organismo Constitucional. 

 

2. Copia simple de la Gaceta Oficial del Gobierno del Estado Libre y Soberano de 

México del 22 de julio de 2021, que contiene el Decreto Número 274 por el que se 

reformó y adicionó el Código Civil de esa entidad (Anexo dos). 

 

3. Disco compacto que contiene la versión electrónica del presente escrito (Anexo 

tres). 

 

Por lo antes expuesto y fundado, a ustedes, Ministras y Ministros integrantes del 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, atentamente pido: 

 

PRIMERO. Tener por presentada la acción de inconstitucionalidad que promuevo 

como Presidenta de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 

 

SEGUNDO. Admitir a trámite la presente demanda de acción de 

inconstitucionalidad en sus términos. 
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TERCERO. Tener por designadas como delegadas y autorizadas a las personas 

profesionistas indicadas al inicio de este escrito, así como por señalado domicilio 

para oír y recibir notificaciones y documentos. Asimismo, se solicita acordar que 

las personas a que se hace referencia, puedan tomar registro fotográfico u obtener 

copias simples de las actuaciones que se generen en el trámite de la presente acción 

de inconstitucionalidad. 

 

CUARTO. Admitir los anexos ofrecidos en el capítulo correspondiente. 

 

QUINTO. En el momento procesal oportuno, declarar fundado el concepto de 

invalidez y la inconstitucionalidad e inconvencionalidad de la norma impugnada. 

 

SEXTO. En su caso, se solicita a ese Alto Tribunal, que al dictar sentencia corrija 

los errores que advierta en la cita de los preceptos invocados, así como el concepto 

de invalidez planteado en la demanda. 

 

 

 

 

Ciudad de México, a 23 de agosto de 2021. 

 
 
 
 

MTRA. MARÍA DEL ROSARIO PIEDRA IBARRA 
PRESIDENTA DE LA COMISIÓN NACIONAL 

DE LOS DERECHOS HUMANOS. 
 
 
 
 
LMP/TSFM 


